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PRESENTACIÓN 
 
 
El Departamento de Investigación Parlamentaria, a través del Área de Servicios de 
Investigación y Seguimiento Presupuestal, ha elaborado el Reporte temático 135/2024-
2025-ASISP/DIP, referido a la certificación ambiental. 
 
Sobre la materia se consigna información sobre la legislación vigente en: Argentina, 
Bolivia, Chile, Colombia, Guatemala y Perú. 
 
Para la elaboración se ha consultado la información disponible en fuentes oficiales sobre 
la materia; cuyas referencias se consignan en el documento. 
 
Esperamos poder brindar información que contribuya a la labor parlamentaria. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



I.CERTIFICACIÓN AMBIENTAL 
 
El Ministerio del Ambiente señala la siguiente definición: 
 

La certificación ambiental es el instrumento previo que todo proyecto de inversión 
debe elaborar antes de ser ejecutado, previendo los impactos ambientales negativos 
significativos que podría generar. Equivale a la hoja de ruta del proyecto, donde están 
contenidos los requisitos y obligaciones del titular, así como las actividades que 
deberá llevar a cabo para remediar los impactos negativos. 
 
Toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, nacional o extranjera, 
que pretenda desarrollar un proyecto de inversión en el Perú que sea susceptible de 
generar impactos ambientales negativos de carácter significativo, debe gestionar una 
certificación ambiental ante la autoridad correspondiente. 
 
No podrá iniciarse la ejecución de los proyectos ni las actividades de servicios y 
comercio y ninguna autoridad nacional, sectorial, regional o local podrá aprobarlas, 
autorizarlas, permitirlas, concederlas o habilitarlas si previamente no cuentan con la 
certificación ambiental. 
 
 

Por otro lado, el Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento especifica la 
Certificación Ambiental dentro de los Proyectos de Inversión: 

 
La certificación ambiental es el instrumento previo que todo proyecto de inversión 
debe elaborarse antes de ser ejecutado, previendo los impactos ambientales 
negativos significativos que podrían generar. Equivale a la hoja de ruta del proyecto, 
donde están contenidos los requisitos y obligaciones del titular, así como las 
actividades que deberán llevar a cabo para remediar los impactos negativos. 
 
Toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, nacional o extranjero, 
que pretenda desarrollar un proyecto de inversión en el Perú que sea susceptible de 
generar impactos ambientales negativos de carácter significativo, debe gestionar 
una Certificación Ambiental ante la autoridad correspondiente. 
 
No podrá iniciarse la ejecución de los proyectos ni las actividades de servicios y 
comercio y ninguna autoridad nacional, sectorial, regional o local podrá aprobarlas, 
autorizarlas, permitirlas, concederlas o habilitarlas si previamente no cuentan con 
la Certificación Ambiental. Este documento tiene un plazo de vigencia de 3 años y 
se evalúa en un plazo máximo de 20 días hábiles. 
 
 

II. SISTEMA NACIONAL DE EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL (SEIA) 
 
El Ministerio del Ambiente, detalla cuáles son los objetivos del Sistema Nacional de 
Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA): 
 

El Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) es un sistema único 
y coordinado, transversal a todos los sectores públicos. Tiene por objetivo la 
identificación, prevención, supervisión y corrección anticipada de los impactos 
ambientales negativos significativos. En su campo de acción están comprendidos 
también los planes, políticas y programas a nivel nacional, regional y local.  
 
El SEIA busca que la regulación en materia de certificación ambiental sea no solo 
transversal, sino que se efectúe en condiciones de igualdad para los sectores y 
entidades de los gobiernos regionales y locales. 
 
El SENACE y las autoridades competentes, compuestas por ministerios, gobiernos 
regionales y locales, conducen el proceso de evaluación de impacto ambiental, a 
través de la categorización, revisión y aprobación de estudios ambientales. 

 

Los siguientes cuadros muestran la legislación comparada sobre la materia. 



CUADRO 1 

COMPARATIVO DE CERTIFICACIÓN Y/O LICENCIA AMBIENTAL 

 
 

País 

 
 

Organismos públicos encargados de 
la Certificación y/o Licencia Ambiental 

 
 

Tiempo de duración de la 
Certificación ambiental 

Participación de 
la comunidad en 

el proceso de 
evaluación 
ambiental 

 

 
Si 

 
No 

 
Argentina 

Subsecretaría de Ambiente, dependiente 
de la Jefatura del Gabinete de Ministros 
y Vicejefatura del Gabinete del Interior 

 

Renovación anual ✔  

 
Bolivia 

Secretaría Nacional del Medio Ambiente 
(SENMA) dependiente de la Presidencia 

de la República 

10 años 
Tiene carácter de licencia 

ambiental 

✔  

 
 

Chile 

 
 

Superintendencia del Medio Ambiente 
(SMA) sometido adscrito al Ministerio del 

Medio Ambiente 

La Resolución de 
Calificación Ambiental 

caduca transcurrido más 
de cinco años sin que se 
haya iniciado la ejecución 
del proyecto o actividad 

autorizada 
 

 
 
 

✔ 

 

 
 

Colombia 

Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales (ANLA). 

Corporaciones Autónomas Regionales y 
las de Desarrollo Sostenible. 

Los municipios, distritos y áreas 
metropolitanas cuya población urbana 
sea superior a un millón (1.000.000) de 

habitantes dentro de su perímetro 
urbano. 

 

La licencia ambiental 
deberá obtenerse 

previamente a la iniciación 
del proyecto, obra o 

actividad. Ningún proyecto, 
obra o actividad requerirá 

más de una licencia 
ambiental. 

✔  

 
Guatemala 

Ministerio de Ambiente y Recursos 
Naturales. Dirección de Gestión 
Ambiental y Recursos Naturales 

 

La Licencia tendrá una 
vigencia por 3 años y un 

máximo de 5 años. 
 

✔  

 
Perú 

 
Servicio Nacional de Certificación 

Ambiental para las Inversiones 
Sostenibles (SENACE), adscrito al 

Ministerio del Ambiente 

3 años. 
Este plazo podrá ser 

ampliado por la Autoridad 
Competente, por única vez 
y a pedido sustentado del 
titular, hasta por dos (02) 

años adicionales. 

✔  

Elaboración: Área de Servicios de Información y Seguimiento Presupuestal (ASISP)  
Fuente: Páginas oficiales de instituciones de Argentina, Bolivia, Chile, Colombia y Guatemala 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 



CUADRO 2 
 

LEGISLACIÓN NACIONAL  
CERTIFICACIÓN AMBIENTAL 

 
 

Norma 
 

 
Artículo 

Constitución Política del 
Perú 

Capítulo II  
Del ambiente y los recursos naturales  
 
Artículo 66. Los recursos naturales, renovables y no renovables, son patrimonio de la Nación. El Estado es soberano en su aprovechamiento.  
 
Por ley orgánica se fijan las condiciones de su utilización y de su otorgamiento a particulares. La concesión otorga a su titular un derecho real, 
sujeto a dicha norma legal. 
 
Artículo 67. El Estado determina la política nacional del ambiente. Promueve el uso sostenible de sus recursos naturales. 
 
Artículo 68. El Estado está obligado a promover la conservación de la diversidad biológica y de las áreas naturales protegidas.  
 
Artículo 69. El Estado promueve el desarrollo sostenible de la Amazonía con una legislación adecuada. 
 

Ley 29968 
Ley de creación del 
Servicio Nacional de 

Certificación Ambiental 
para las Inversiones 

Sostenibles (SENACE) 
 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 1. Objeto de la Ley 
 
1.1 Créase el Servicio Nacional de Certificación Ambiental para las Inversiones Sostenibles (SENACE) como organismo público técnico 
especializado, con autonomía técnica y personería jurídica de derecho público interno, constituyéndose en pliego presupuestal, adscrito al 
Ministerio del Ambiente. 
1.2 El SENACE forma parte del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental (SEIA) cuya rectoría la ejerce el Ministerio del Ambiente. 
1.3 El SENACE es la entidad encargada de revisar y aprobar los Estudios de Impacto Ambiental detallados (EIA-d) y, cuando corresponda, los 
Estudios de Impacto Ambiental semidetallados (EIA-sd), regulados en la Ley Nº 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto 
Ambiental, y sus normas reglamentarias, que comprenden los proyectos de inversión pública, privada o de capital mixto, bajo la competencia del 
gobierno nacional, que impliquen actividades, construcciones, obras y otras actividades comerciales y de servicios que puedan causar impactos 
ambientales significativos. 
1.4 Para efectos de la presente Ley, cualquier referencia a Estudios de Impacto Ambiental, a cargo del SENACE, se entenderá referida a los 
Estudios de Impacto Ambiental detallados y, cuando corresponda, a los Estudios de Impacto Ambiental semidetallados. 



(…). 
 
TÍTULO II 
FUNCIONES Y ORGANIZACIÓN DEL SERVICIO NACIONAL DE CERTIFICACIÓN AMBIENTAL PARA LAS INVERSIONES SOSTENIBLES 
CAPÍTULO I 
FUNCIONES DEL SERVICIO NACIONAL DE CERTIFICACIÓN AMBIENTAL PARA LAS INVERSIONES SOSTENIBLES 
 
Artículo 3. Funciones generales 
Son funciones generales del Servicio Nacional de Certificación Ambiental para las Inversiones Sostenibles (SENACE): 
 
a) Evaluar y aprobar los Estudios de Impacto Ambiental detallados, los Estudios de Impacto Ambiental semidetallados cuando corresponda, sus 
modificaciones bajo cualquier modalidad y actualizaciones, los planes de participación ciudadana y los demás actos vinculados a dichos estudios 
ambientales. 
b) Administrar el Registro Nacional de Consultoras Ambientales y el Registro Administrativo de carácter público y actualizado de las certificaciones 
ambientales concedidas por los organismos correspondientes, respecto de las actividades o proyectos bajo la competencia del gobierno nacional; 
sin perjuicio de las competencias en materia de fiscalización y sanción que corresponden al Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental 
(OEFA). 
c) Solicitar, cuando corresponda, la opinión técnica de las entidades con competencias ambientales, absolver las solicitudes de opinión que se le 
formulen, conforme a ley, así como establecer lineamientos o pautas para la emisión de los informes y opiniones técnicas de los procedimientos 
a su cargo. 
d) Formular propuestas para la mejora continua de los procesos de evaluación de impacto ambiental, incluyendo a los mecanismos de 
coordinación gubernamental y las buenas prácticas de relaciones comunitarias y de participación ciudadana. 
e) Implementar la Ventanilla Única de Certificación Ambiental en los procedimientos a su cargo. 
f) Aprobar la clasificación de los estudios ambientales, en el marco del SEIA, cuya transferencia de funciones al SENACE haya concluido. 
g) Evaluar y aprobar la Certificación Ambiental Global, así como sus actualizaciones, modificaciones y ampliaciones. 
h) Coordinar con las entidades autoritativas y opinantes técnicos para la emisión de los informes y opiniones técnicas para la expedición de la 
Certificación Ambiental Global, velando porque se cumplan los plazos previstos para la entrega de las opiniones e informes técnicos. 
i) Efectuar el acompañamiento a los titulares de proyectos de inversión durante la etapa de elaboración del Estudio de Impacto Ambiental, 
conforme a las normas ambientales sectoriales. 
j) Emitir normas operativas para el ejercicio de las funciones a su cargo, en el marco del SEIA y en coordinación con el Ministerio del Ambiente. 
k) Promover espacios para fortalecer la confianza, propiciar el diálogo con la ciudadanía y asegurar el respeto de los derechos de los actores 
involucrados en el proceso de certificación ambiental de manera transparente, autónoma e independiente. 
 
CAPÍTULO II 
ORGANIZACIÓN DEL SERVICIO NACIONAL DE CERTIFICACIÓN AMBIENTAL PARA LAS INVERSIONES SOSTENIBLES 
 
Artículo 4. Estructura orgánica 
El SENACE, para el cumplimiento de sus fines, cuenta con la estructura básica siguiente: 
 
Alta Dirección: el Consejo Directivo, la Presidencia Ejecutiva y la Gerencia General. 



Órgano Resolutivo. 
Órgano Consultivo: Consejo Técnico Consultivo. 
Órgano de Control Institucional. 
Órganos de Línea. 
Órganos de Administración Interna. 
 
La estructura detallada de su organización y funciones se establece en el Reglamento de Organización y Funciones del SENACE. 
 
Artículo 5. Consejo Directivo 
El Consejo Directivo es el órgano máximo del SENACE y tiene entre sus principales funciones: 
 

     a) Definir y aprobar la Política Institucional del SENACE. 
     b) Aprobar los lineamientos de planificación y dirección de la entidad. 
     c) Definir y aprobar el Plan Estratégico Institucional del SENACE. 
     d) Adoptar acuerdos referidos a los asuntos del SENACE que se sometan a su consideración. 
     e) Aprobar el Reglamento Interno del Consejo Directivo. 

     f) Formular y aprobar planes, programas y proyectos en el ámbito de competencia del SENACE. 
     g) Planear, dirigir y supervisar las funciones del SENACE. 
     h) Velar por la adecuada transparencia en el desarrollo de las funciones del SENACE. 
     i) Nombrar y remover a los miembros del Consejo Técnico Consultivo. 
     j) Aprobar las normas operativas para el ejercicio de las funciones del SENACE. 
k)  k) Proponer al Ministerio del Ambiente el proyecto de Reglamento de Organización y Funciones y demás instrumentos de gestión interna    del 

SENACE que correspondan. 
     l) Ejercer las demás atribuciones que correspondan de acuerdo a ley. 

 
El Consejo Directivo puede delegar una o más funciones en la Presidencia Ejecutiva del SENACE en lo que resulte pertinente. Dicha delegación 
está sujeta a la temporalidad que establezca el Consejo Directivo para cada caso. 
 
Artículo 6. Conformación del Consejo Directivo 
El Consejo Directivo del SENACE está conformado por el/la Presidente/a Ejecutivo/a del SENACE, quien lo preside, y por un representante, titular 
o alterno, de los siguientes Ministerios, con capacidad de decisión y designados por Resolución Ministerial: 
 

   a) Ministerio del Ambiente. 
   b) Ministerio de Economía y Finanzas. 
   c) Ministerio de Agricultura y Riego. 
   d) Ministerio de Energía y Minas. 
   e) Ministerio de la Producción. 
   f) Ministerio de Salud 
   g) Ministerio de Transportes y Comunicaciones. 

 



Artículo 7. Presidencia Ejecutiva y órganos de línea del SENACE 
 
7.1 La designación del/la Presidente/a Ejecutivo/a del SENACE está sujeta a mecanismos objetivos de evaluación y selección, que aseguren la 
idoneidad profesional y moral, y la especialidad requerida para el ejercicio del cargo, y la inexistencia de incompatibilidades o conflictos de interés. 
Los mecanismos de evaluación objetiva, el proceso de selección y la convocatoria serán aprobados por el Consejo Directivo. 
7.2 El cargo de Presidente/a Ejecutivo/a se ejerce por el plazo de tres (3) años, renovables por una sola vez de manera continua, sujeta a  la 
aprobación del Consejo Directivo. 
7.3 El/La Presidente/a Ejecutivo/a ejerce la representación legal del SENACE y la titularidad del pliego presupuestal de la entidad. 
7.4 El/La Presidente/a Ejecutivo/a desempeña el cargo a tiempo completo y a dedicación exclusiva, salvo el ejercicio de la docencia. 
7.5 Son funciones de el/la Presidente/a Ejecutivo/a del SENACE las siguientes: 
 
a) Proponer al Ministerio del Ambiente el proyecto del Presupuesto Institucional. 
b) Aprobar la Memoria Institucional Anual, el Balance y los Estados Financieros como titular del pliego presupuestal, dando cuenta al     Consejo 
Directivo. 
c) Aprobar las disposiciones necesarias para la implementación, operación y mejora continua de la Ventanilla Única de Certificación Ambiental. 
d) Aprobar guías, manuales y directivas referidas a asuntos de competencia del SENACE, así como emitir resoluciones en los asuntos   
concernientes a las actividades de la entidad. 
e) Definir la agenda, convocar y presidir las sesiones del Consejo Directivo. 
f) Supervisar la gestión de los órganos de línea de la entidad. 
g) Conducir la ejecución de los acuerdos del Consejo Directivo.” 
 
7.6 Los órganos de línea del SENACE están a cargo de funcionarios calificados, sujetos a procesos de selección y mecanismos de evaluación 
objetivos, que aseguren su idoneidad profesional y moral y la especialidad requerida para el ejercicio del cargo, así como la inexistencia de 
incompatibilidades o conflictos de interés. Los órganos de línea ejercen la primera instancia administrativa de la entidad.” 
(…). 
 
Artículo 11. Funciones del Consejo Técnico Consultivo 
Las funciones del Consejo Técnico Consultivo son: 
 
a) Absolver las dudas y consultas que formulen el Presidente y el Consejo Directivo del SENACE. 
b) Analizar propuestas generales y formular recomendaciones para la mejora del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental. 
c) Presentar y discutir propuestas generales que tiendan a mejorar y promover la participación ciudadana en el marco del Sistema Nacional de 
Evaluación del Impacto Ambiental. 
d) Presentar, analizar y realizar propuestas tendientes a fomentar buenas relaciones comunitarias entre los titulares de proyectos y la ciudadanía, 
en el marco del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental. 
 
TÍTULO III - ROL DE LAS AUTORIDADES SECTORIALES Y SIMPLIFICACIÓN ADMINISTRATIVA 
 
Artículo 12. Autoridades sectoriales 



Son atribuciones de las autoridades sectoriales del Poder Ejecutivo, cuyas funciones hubieran sido efectivamente transferidas al SENACE de 
acuerdo a lo establecido en la presente Ley y conforme a sus competencias, las siguientes: 
 
a) Brindar información técnica adicional que se requiera acerca del proyecto de inversión que se someta al proceso de certificación ambiental. 
b) Formular propuestas normativas en el marco del proceso de evaluación de impacto ambiental. 
c) Proponer mejoras para la simplificación y agilización de trámites en el proceso de evaluación de impacto ambiental con miras a la 
implementación de la Ventanilla Única de Certificación Ambiental. 
d) Participar en el proceso de supervisión de la elaboración de los Estudios de Impacto Ambiental. 
e) Implementar sistemas de información y data georeferenciada de los proyectos de inversión pública, privada y de capital mixto a efectos de 
obtener información relevante para el intercambio de data con los demás sectores. 
f) Emitir opinión técnica previa respecto a los términos de referencia de los Estudios de Impacto Ambiental que sean sometidos a su consideración. 
g) Emitir opinión técnica sobre aspectos técnicos de los Estudios de Impacto Ambiental, de conformidad con lo solicitado por el SENACE. 
 
Artículo 13. Mecanismos de simplificación de trámites e implementación de Ventanilla Única de Certificación Ambiental 
 
13.1 El SENACE busca implementar un único sistema de procedimientos administrativos ambientales que tienda a garantizar inversiones 
sostenibles a través de la implementación de la Ventanilla Única de Certificación Ambiental, sin perjuicio de otras medidas de simplificación que 
tengan como finalidad que los procedimientos de evaluación de impacto ambiental consideren requisitos racionales y proporcionales a los fines 
que persigue, sin comprometer la calidad del contenido de los Estudios de Impacto Ambiental. 
 
13.2 Mediante decreto supremo refrendado por el/la Ministro/a del Ambiente se establecen las disposiciones necesarias para la efectiva y correcta 
implementación de la Ventanilla Única de Certificación Ambiental. 
 
Las opiniones técnicas o informes técnicos, a cargo de las entidades correspondientes, en el marco de los procedimientos bajo la competencia 
del SENACE, deben emitirse obligatoriamente en la Ventanilla Única de Certificación Ambiental, a través de la Plataforma de Interoperabilidad 
del Estado (PIDE). El SENACE facilita el acceso a dichas entidades, para lo cual puede dictar medidas técnicas o administrativas que 
correspondan. 
(…). 

Ley 27446 
Ley del Sistema Nacional 
de Evaluación del Impacto 

Ambiental 
 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 1.- Objeto de la ley 
La presente Ley tiene por finalidad: 
     
a) La creación del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental (SEIA), como un sistema único y coordinado de identificación, 
prevención, supervisión, control y corrección anticipada de los impactos ambientales negativos derivados de las acciones humanas expresadas 
por medio del proyecto de inversión. 
b) El establecimiento de un proceso uniforme que comprenda los requerimientos, etapas, y alcances de las evaluaciones del impacto ambiental 
de proyectos de inversión. 
c) El establecimiento de los mecanismos que aseguren la participación ciudadana en el proceso de evaluación de impacto ambiental. 



 
Artículo 2.- Ámbito de la ley 
Quedan comprendidos en el ámbito de aplicación de la presente Ley, las políticas, planes y programas de nivel nacional, regional y local que 
puedan originar implicaciones ambientales significativas; así como los proyectos de inversión pública, privada o de capital mixto, que impliquen 
actividades, construcciones, obras, y otras actividades comerciales y de servicios que puedan causar impacto ambientales negativos 
significativos. 
 
El Reglamento señalará los proyectos y actividades comerciales y de servicios que se sujetarán a la presente disposición. 
 
Artículo 3.- Obligatoriedad de la certificación ambiental 
No podrá iniciarse la ejecución de proyectos ni actividades de servicios y comercio referidos en el artículo 2 y ninguna autoridad nacional, sectorial, 
regional o local podrá aprobarlas, autorizarlas, permitirlas, concederlas o habilitarlas si no cuentan previamente con la certificación ambiental 
contenida en la Resolución expedida por la respectiva autoridad competente. 
 
Artículo 4.- Clasificación de proyectos de acuerdo al riesgo ambiental 
 
4.1 Los proyectos de inversión sujetos al SEIA, cuyos proponentes o titulares soliciten la respectiva Certificación Ambiental, deben ser clasificados, 
de acuerdo al riesgo ambiental, en una de las siguientes categorías: 
 
a) Categoría I - Declaración de Impacto Ambiental (DIA): Aplicable a los proyectos de inversión que podrían generar impactos ambientales 
negativos leves. 
b) Categoría II - Estudio de Impacto Ambiental Semidetallado (EIA-sd): Aplicable a los proyectos de inversión que podrían generar impactos 
ambientales negativos moderados. 
c) Categoría III - Estudio de Impacto Ambiental Detallado (EIA-d): Aplicable a los proyectos de inversión que podrían generar impactos ambientales 
negativos altos. 
 
4.2. Esta clasificación deberá efectuarse siguiendo los criterios de protección ambiental establecidos en el artículo 5 de la presente ley. La 
autoridad competente podrá establecer criterios complementarios adicionales. 
 
4.3. Corresponde al sector proponente aplicar una Evaluación Ambiental Estratégica - EAE, en el caso de propuestas de Política, Planes o 
Programas de desarrollo sectorial, regional y local susceptibles de originar implicaciones ambientales significativas. Dicha EAE dará lugar a la 
emisión de un Informe Ambiental por el MINAM que orientará la adecuada toma de decisiones que prevenga daños al ambiente. 
 
Artículo 5.- Criterios de protección ambiental 
Para los efectos de la clasificación de los proyectos de inversión que queden comprendidos dentro del SEIA, la autoridad competente deberá 
ceñirse a los siguientes criterios: 
a) La protección de la salud de las personas; 
b) La protección de la calidad ambiental, tanto del aire, del agua, del suelo, como la incidencia que puedan producir el ruido y los residuos sólidos, 
líquidos y emisiones gaseosas y radiactivas; 
c) La protección de los recursos naturales, especialmente las aguas, el suelo, la flora y la fauna; 



d) La protección de las áreas naturales protegidas; 
e) Protección de la diversidad biológica y sus componentes: ecosistemas, especies y genes; así como los bienes y servicios ambientales y 
bellezas escénicas, áreas que son centros de origen y diversificación genética por su importancia para la vida natural." 
f) La protección de los sistemas y estilos de vida de las comunidades; 
g) La protección de los espacios urbanos; 
h) La protección del patrimonio arqueológico, histórico, arquitectónicos y monumentos nacionales; e, 
i) Los demás que surjan de la política nacional ambiental. 
 
Artículo 6.- Procedimiento para la certificación ambiental 
El procedimiento para la certificación ambiental constará de las etapas siguientes: 
1. Presentación de la solicitud; 
2. Clasificación de la acción; 
3. Evaluación del instrumento de gestión ambiental; 
4. Resolución; y, 
5. Seguimiento y control. 
(…). 
 

Decreto Supremo  
Nº 009-2017-MINAM 

 
Reglamento de 

Organización y Funciones 
(ROF) del Servicio 

Nacional de Certificación 
Ambiental para las 

Inversiones Sostenibles 
(SENACE) 

Artículo 3.- Funciones Generales del SENACE 
El SENACE tiene las siguientes funciones generales: 
 
a. Evaluar y aprobar los Estudios de Impacto Ambiental detallados (EIA-d), emitiendo la Certificación Ambiental o Certificación Ambiental Global 
(lntegrAmbiente), así como sus actualizaciones, modificaciones y ampliaciones de vigencia, los Informes Técnicos Sustentatorios y los demás 
actos o procedimientos vinculados a dichas funciones, de acuerdo a lo establecido en la normativa vigente. 
b. Administrar el Registro Nacional de Consultoras Ambientales y el Registro Administrativo de carácter público y actualizado de las certificaciones 
ambientales de alcance nacional o multiregional concedidas o denegadas por los organismos correspondientes; sin perjuicio de las competencias 
en materia de fiscalización y sanción que corresponden al Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA). 
c. Solicitar, cuando corresponda, la opinión técnica de las autoridades con competencias ambientales y absolver las solicitudes de opinión que 
se le formulen, conforme a ley. 
d. Formular propuestas para la mejora continua de los procesos de evaluación del impacto ambiental, incluyendo a los mecanismos de 
coordinación gubernamental y las buenas prácticas de relaciones comunitarias y de participación ciudadana. 
e. Implementar la Ventanilla Única de Certificación Ambiental a cargo del SENACE. 
f. Aprobar la clasificación de los estudios ambientales de los proyectos de inversión, en el marco del SEIA, cuya transferencia de funciones al 
SENACE haya concluido, de acuerdo con la normativa vigente. 
g. Coordinar con las entidades autoritativas y opinantes técnicos para la emisión de los informes y opiniones técnicas para la expedición de la 
Certificación Ambiental Global, velando porque se cumplan los plazos previstos para la entrega de las opiniones e informes técnicos. 
h. Las demás que señala la Ley Nº 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación del Impacto Ambiental (SEIA), y su Reglamento, en lo 
relacionado a las autoridades competentes, así como demás normativa vigente. 
 
Artículo 4.- Base legal 



Las funciones de los órganos del SENACE contenidas en el presente Reglamento se sustentan en la Ley Nº 29968, Ley que crea el Servicio 
Nacional de Certificación Ambiental para las Inversiones Sostenibles (SENACE), las demás emitidas en el marco del Sistema Nacional de 
Evaluación del Impacto Ambiental (SEIA), así como en la demás normativa vigente. 
 

Decreto Supremo  
Nº 019-2009-MINAM 

 
Reglamento de la Ley del 

Sistema Nacional de 
Evaluación de Impacto 

Ambiental 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
(…). 
 
Artículo 4.- Del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental 
El Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental: 
 
a) Es un sistema único y coordinado, de carácter preventivo, cuya función principal es la identificación, evaluación, mitigación y corrección 
anticipada de los impactos ambientales negativos derivados de acciones humanas, expresadas como políticas, planes, programas y proyectos 
de inversión, potenciando asimismo, la generación de impactos ambientales positivos derivados de dichas acciones. Este sistema opera mediante 
procesos participativos y de vigilancia, control, supervisión, fiscalización y sanciones e incentivos. 
 b) Constituye un mecanismo de integración, coordinación e interacción transectorial entre los distintos ámbitos de la gestión ambiental, teniendo 
en cuenta la conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y de la diversidad biológica, así como la protección de la 
calidad ambiental, la salud y el bienestar de las personas; con particular atención de las áreas naturales protegidas y el patrimonio histórico y 
cultural, mediante la aplicación de instrumentos de gestión ambiental, como la evaluación del impacto ambiental y la evaluación ambiental 
estratégica. 
c) Establece un proceso administrativo uniforme y único asociado al cumplimiento de funciones, facultades, responsabilidades, procesos, 
requerimientos y procedimientos, que rigen las actuaciones de las autoridades competentes de administración y ejecución a que se refiere el 
artículo 18 de la Ley, entendidas como las autoridades competentes en materia de evaluación de impacto ambiental de nivel sectorial nacional, 
regional y local. 
d) Regula los roles, ámbitos de actuación, funciones y facultades de las autoridades competentes encargadas de aplicar y hacer cumplir la 
normativa del SEIA. Asimismo establece los compromisos y obligaciones del proponente o titular y los derechos de los ciudadanos en el SEIA. 
e) Regula la participación de las instituciones públicas de nivel nacional, regional y local, así como las del sector privado y de la sociedad civil, en 
el marco del cumplimiento de las políticas, normas e instrumentos de gestión ambiental. 
 
Artículo 5.- Entidades que conforman el SEIA 
 
El SEIA está conformado por las siguientes entidades: 
 
a) El MINAM en calidad de organismo rector y administrador del SEIA, conforme a lo cual está encargado de asegurar el mecanismo de integración 
y de coordinación transectorial de la gestión ambiental entre los distintos niveles de gobierno. 
b) Las autoridades sectoriales nacionales, las autoridades regionales y las autoridades locales, que ejercen competencias y funciones para 
conducir procesos de evaluación de impacto ambiental, entendidas en adelante como Autoridades Competentes. 
c) Las autoridades en los tres niveles de gobierno, en materia de supervisión, fiscalización y sanción ambiental, que ejercen funciones en el 
ámbito del SEIA. 
 



Las entidades que conforman el SEIA mantienen relaciones funcionales de interacción, coordinación y mutua colaboración. 
 
Artículo 6.- Organismo rector del SEIA 
El MINAM en su calidad de autoridad ambiental nacional es el organismo rector del SEIA; asimismo, constituye la autoridad técnico-normativa a 
nivel nacional y, como tal, dicta las normas y establece los procedimientos relacionados con el SEIA, coordina su aplicación técnica y es 
responsable de su correcto funcionamiento en el marco de la Ley, el presente Reglamento y las disposiciones complementarias y conexas. 
 
 Artículo 7.- Funciones del organismo rector 
El MINAM asegura la transectorialidad y la debida coordinación en la administración, dirección y gestión del proceso de evaluación de impacto 
ambiental, en el marco del SEIA. 
En tal sentido, el MINAM es responsable de: 
a) Normar, dirigir y administrar el SEIA, orientando el proceso de su implementación y su eficaz y eficiente funcionamiento, en los niveles de 
gobierno nacional, regional y local. 
b) Conducir y supervisar la aplicación de la Política Nacional del Ambiente en el proceso de Evaluación de Impacto Ambiental. 
c) Coordinar con las autoridades competentes la adecuación de los procesos de evaluación de impacto ambiental existentes, a lo dispuesto en 
la Ley, en el presente Reglamento y sus normas complementarias y conexas. 
d) Emitir opinión previa favorable, según corresponda, y coordinar con las autoridades competentes respecto de los proyectos de reglamentos u 
otros dispositivos legales de carácter general, relacionados a los procesos de evaluación de impacto ambiental y sus modificaciones. 
e) Aprobar las Evaluaciones Ambientales Estratégicas de políticas, planes y programas. 
f) Aprobar normas, guías, directivas y otros dispositivos legales y técnicos para orientar el funcionamiento del SEIA. Asimismo, emitir opinión 
técnica sobre su contenido y aplicación, a solicitud de las autoridades competentes. 
g) Establecer y conducir el Registro de entidades autorizadas para elaborar Evaluaciones Ambientales Estratégicas y Estudios Ambientales, de 
conformidad con lo establecido en el numeral 3 del artículo 10 de la Ley. 
h) Conducir, en coordinación con las autoridades que conforman el SEIA, el Registro de Certificaciones Ambientales, manteniéndolo actualizado 
y sistematizado, asegurando el acceso universal a través del Sistema Nacional de Información Ambiental - SINIA. 
i) Requerir información y emitir opinión técnica de oficio, respecto de cualquier acto administrativo, incidente, procedimiento u otro relacionado 
con el SEIA, que a su criterio considere, y requerir a la Autoridad Competente, cuando corresponda, su adecuación y sujeción a los lineamientos, 
normas y demás dispositivos del SEIA, sin que ello implique la afectación del debido procedimiento por parte de la Autoridad Competente. 
j) Supervisar el adecuado funcionamiento del SEIA y formular recomendaciones en el marco de los principios y normas del SEIA a las autoridades 
competentes, para el ejercicio de las funciones a su cargo. Para tal efecto tomará en cuenta, entre otros, los informes reportados por el Organismo 
de Evaluación y Fiscalización Ambiental - OEFA y otras autoridades de supervisión y fiscalización ambiental relacionados con el SEIA. 
k) Aprobar criterios para orientar la elaboración de la Evaluación Ambiental Estratégica de políticas, planes y programas de desarrollo sectorial, 
regional y local, susceptibles de originar implicaciones ambientales significativas. 
l) Revisar de manera aleatoria los EIA de proyectos aprobados por las autoridades competentes que conforman el SEIA, a fin de disponer las 
acciones que correspondan, para consolidar y mejorar el funcionamiento del SEIA. 
m) Desarrollar acciones para promover, orientar, capacitar y sensibilizar a las entidades que conforman el SEIA y a la población en general, en 
materia del proceso de evaluación de impacto ambiental y sobre la correcta implementación del SEIA. 
n) Identificar la Autoridad Competente y/o determinar la exigibilidad de la Certificación Ambiental, en el caso que un proyecto de inversión del cual 
se prevea pueda generar impactos ambientales negativos de carácter significativo, no se encuentre incluido en  el Listado del Anexo II o en norma 
legal expresa, o cuando existieran vacíos, superposiciones o deficiencias normativas. 



o) Actualizar el Listado de inclusión de Proyectos de Inversión comprendidos en el SEIA, que forma parte del Anexo II. 
p) Proponer, según lo considere necesario, la conformación de comisiones multisectoriales o grupos de trabajo a efectos de la formulación de 
dictámenes técnicos vinculados a procesos de toma de decisiones que corresponden al MINAM en el ámbito del SEIA. 
q) Otras que le correspondan conforme a la legislación vigente. 
      
Artículo 8.- Funciones de las Autoridades Competentes 
Son autoridades competentes en el marco del SEIA, las autoridades sectoriales nacionales, las autoridades regionales y las autoridades locales 
con competencia en materia de evaluación de impacto ambiental. 
 
Las Autoridades Competentes a cargo de la evaluación de los estudios ambientales  tienen las siguientes funciones: 
a) Conducir el proceso de evaluación de impacto ambiental a través de la categorización, revisión y aprobación de los estudios ambientales de 
los proyectos de inversión sujetos al SEIA, de acuerdo a sus respectivas competencias. 
b) Realizar las acciones que resulten necesarias para evaluar legal y técnicamente los estudios ambientales bajo su competencia, con criterios 
de especialización, multidisciplinariedad y adecuado balance entre la promoción de la inversión pública y privada y la protección del interés 
público, en el marco de los principios que regulan el SEIA. 
c) Orientar a los administrados y terceros en general, acerca de las funciones a su cargo y el cumplimiento de las normas legales y otros 
dispositivos emitidos para la evaluación de impacto ambiental. 
d) Emitir normas, guías técnicas, criterios, lineamientos y procedimientos para regular y orientar el proceso de evaluación de impacto ambiental 
de los proyectos de inversión a su cargo, en coordinación con el MINAM y en concordancia con el marco normativo del SEIA. 
e) Aprobar la clasificación y los Términos de Referencia para la elaboración del estudio de impacto ambiental semidetallado y del estudio de 
impacto ambiental detallado, bajo su ámbito. 
f) Asegurar y facilitar el acceso a la información, así como la participación ciudadana en todo el proceso de la evaluación de impacto ambiental, 
de acuerdo a las normas correspondientes. 
g) Remitir al MINAM los estudios ambientales que les requiera, adjuntando la documentación sustentatoria de la decisión de aprobación o 
desaprobación, según corresponda. 
h) Requerir, cuando corresponda, la opinión técnica de otras autoridades con competencias ambientales y merituarla; así como emitir dicha 
opinión cuando le sea requerida, conforme a Ley. 
i) Otorgar en forma exclusiva y excluyente la Certificación Ambiental para las Categorías I, II y III, de acuerdo a lo señalado en el Título II del 
presente Reglamento. 
k) Realizar acciones de fiscalización posterior de conformidad con lo establecido en el artículo 32 de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General y el Decreto Supremo Nº 096-2007-PCM, que regula la fiscalización posterior aleatoria de los procedimientos 
administrativos por parte del Estado, para comprobar la veracidad de la información recibida en el proceso de evaluación de impacto ambiental y 
de haberse presentado información falsa o fraudulenta podrá someterse la inscripción del administrado en la Central de Riesgo Administrativo 
regulada en la Resolución Ministerial Nº 048-2008-PCM. 
l) Evaluar la gestión del SEIA en el ámbito de sus respectivas competencias, así como adoptar las medidas correctivas que resulten necesarias 
para lograr eficacia y eficiencia en el cumplimiento de sus funciones y facultades, conforme a ley. 
m) Someter a evaluación ambiental estratégica las políticas, planes y programas que formule, según corresponda, de acuerdo a los criterios y 
dispositivos que emita el MINAM y lo señalado en el Título III del presente Reglamento. 
n) Otras que le correspondan conforme a la legislación vigente. 
 



Artículo 9.- Ejercicio de las competencias de las autoridades de nivel regional y local en el SEIA 
Las Autoridades Competentes del nivel regional y local, emiten la Certificación Ambiental de los proyectos de inversión que dentro del marco del 
proceso de descentralización resulten de su competencia; y cuyos efectos se circunscriban a la respectiva región o localidad, de conformidad con 
lo dispuesto en la Ley Nº 27867, Ley Orgánica de Gobiernos Regionales y Ley Nº 27972, Ley Orgánica de Municipalidades. 
 
Artículo 10.- Funciones de las autoridades en materia de supervisión, fiscalización y sanción ambiental, en el ámbito del SEIA 
Las autoridades en materia de supervisión, fiscalización y sanción ambiental en los niveles sectorial, nacional, regional y local, ejercen sus 
funciones en el ámbito del SEIA de acuerdo al mandato dispuesto en sus leyes orgánicas y/o de creación y sus normas complementarias. 
 
Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo que antecede y en concordancia con lo dispuesto en la primera disposición complementaria final de la 
Ley Nº 29325, el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental - OEFA, órgano rector del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización 
Ambiental, es responsable de ejercer las siguientes funciones, en el marco de sus competencias: 
      
a) Resolver en segunda instancia administrativa los recursos impugnativos que se formulen por infracciones a la Ley y el presente Reglamento. 
b) Supervisar y fiscalizar en ejercicio de sus competencias, el debido cumplimiento de las normas y obligaciones derivadas de los estudios 
ambientales y aplicar las sanciones que correspondan de acuerdo a la legislación vigente. 
c) Hacer seguimiento y supervisión de la implementación de las medidas comprendidas en la Evaluación Ambiental Estratégica y en el Informe 
Ambiental de Evaluación Ambiental Estratégica que haya emitido el MINAM, en virtud de lo dispuesto en el numeral 4.3 del artículo 4, numeral 
15.2 del artículo 15 e inciso b) del artículo 17 de la Ley, así como en el Título III del presente Reglamento. 
d) Establecer y conducir el Registro de entidades Supervisoras con fines de Fiscalización Ambiental, de acuerdo con lo señalado en la Ley Nº 
29325, Ley del Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental - SINEFA; en el numeral 10.3 del artículo 10 de la Ley y demás normas 
de la materia. 
e) Otras que le correspondan conforme a la legislación vigente. 
 
Artículo 11.- Instrumentos de Gestión Ambiental del SEIA 

   Los instrumentos de gestión ambiental o estudios ambientales de aplicación del SEIA son: 

   a) La Declaración de Impacto Ambiental - DIA (Categoría I). 
   b) El Estudio de Impacto Ambiental Semidetallado - EIA-sd (Categoría II). 
   c) El Estudios de Impacto Ambiental Detallado - EIA-d (Categoría III). 
   d) La Evaluación Ambiental Estratégica - EAE. 

   Entiéndase para efectos del presente Reglamento, que las referencias a los estudios ambientales o los instrumentos de gestión ambiental 
comprenden indistintamente los señalados en este numeral. 
     
Artículo 12.- Instrumentos administrativos del SEIA 
Los instrumentos administrativos del SEIA son: 
a) Todas las normas y dispositivos emitidos por autoridades de nivel nacional, regional y local, en materia de evaluación de impacto ambiental. 
b) El Registro de Entidades autorizadas para elaborar Evaluaciones Ambientales Estratégicas y Estudios Ambientales, a cargo del MINAM. 
c) El listado de proyectos de inversión sujetos al SEIA. 



e) El Registro administrativo de carácter público de las Certificaciones Ambientales concedidas o denegadas por las autoridades de 
administración y ejecución correspondientes. 
f) El Informe de Monitoreo Ambiental mediante el cual se da cuenta de la ejecución de las medidas del estudio ambiental de un proyecto de 
inversión. 
g) Otros que determine el organismo rector del SEIA. 
 
Artículo 13.- Instrumentos de gestión ambiental complementarios al SEIA 
Los instrumentos de gestión ambiental no comprendidos en el SEIA son considerados instrumentos complementarios al mismo. Las 
obligaciones que se establezcan en dichos instrumentos deben ser determinadas de forma concordante con los objetivos, principios y criterios 
que se señalan en la Ley y el presente Reglamento, bajo un enfoque de integralidad y complementariedad de tal forma que se adopten 
medidas eficaces para proteger y mejorar la salud de las personas, la calidad ambiental, conservar la diversidad biológica y propiciar el 
desarrollo sostenible, en sus múltiples dimensiones. 
(…). 
 
Artículo 57.- Inicio de actividades y pérdida de la Certificación Ambiental 
Dentro de los treinta (30) días hábiles posteriores al inicio de las obras para la ejecución del proyecto, el titular deberá comunicar el hecho a la 
Autoridad Competente y ésta a las autoridades en materia de supervisión, fiscalización y sanción ambiental, que ejercen funciones en el ámbito 
del SEIA. 
      
La Certificación Ambiental pierde vigencia si dentro del plazo máximo de tres (03) años posteriores a su emisión, el titular no inicia las obras 
para la ejecución del proyecto. Este plazo podrá ser ampliado por la Autoridad Competente, por única vez y a pedido sustentado del titular, 
hasta por dos (02) años adicionales. 
      
En caso de pérdida de vigencia de la Certificación Ambiental, para el otorgamiento de una nueva Certificación Ambiental el titular deberá 
presentar el estudio ambiental incluyendo las modificaciones correspondientes. 
 

Decreto Supremo 
N° 011-2013-MINAM 

 
Reglamento del Registro 

de 
Entidades Autorizadas 
para la Elaboración de 

Estudios Ambientales, en 
el marco del Sistema 

Nacional de Evaluación de 
Impacto Ambiental – SEIA 

TÍTULO I  
DISPOSICIONES GENERALES  
 
Artículo 1°.- Objeto Establecer los requisitos y procedimientos para la inscripción de las entidades que elaboran estudios ambientales en el marco 
del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental – SEIA, en el Registro de Entidades Autorizadas para la Elaboración de Estudios 
Ambientales (EA), en adelante el Registro, creado por el numeral 10.3 del artículo 10º de la Ley Nº 27446, Ley del Sistema Nacional de Evaluación 
de Impacto Ambiental, modificada por el Decreto Legislativo Nº 1078.  
 
Artículo 2°. - Finalidad del Registro El Registro tiene por finalidad asegurar la idoneidad en la prestación de los servicios de elaboración de 
estudios ambientales, promoviendo la mejora continua de las entidades que los ofrecen y garantizando la calidad de la información de los mismos; 
para lo cual el Registro se constituye en una base informatizada, única, interconectada y pública.  
 
Artículo 3°. - Ámbito de Aplicación El presente Reglamento es de alcance nacional y de obligatorio cumplimiento por las personas jurídicas, 
nacionales o extranjeras, que requieran calificar como entidades autorizadas para la elaboración de estudios ambientales de todos los sectores, 



en el marco del SEIA, incluyendo la Evaluación Preliminar de conformidad con el numeral 41.3 del artículo 41º del Reglamento de la Ley del 
SEIA, aprobado por Decreto Supremo N° 019-2009- MINAM.  
 
Artículo 4°. - Principios Las entidades inscritas en el Registro se rigen por los principios contenidos en la Ley Nº 28611, Ley General del Ambiente, 
en el Reglamento de la Ley del SEIA, aprobado por el Decreto Supremo N° 019-2009-MINAM, y por los siguientes principios:  
 
1) Transdisciplinariedad. - Las entidades autorizadas para la elaboración de EA deben estar integradas por especialistas con experiencia y 
formación académica en disciplinas científicas, sociales, jurídicas, humanas y técnicas que alternen sus campos de estudio, intercambien 
enfoques y apliquen una visión holística a la evaluación de impacto ambiental. 
 
2) Especialización. - Los profesionales que integren el equipo técnico de las entidades autorizadas acreditarán su formación profesional, 
especialización, experiencia y competencias con el objeto de coadyuvar a la labor de la entidad encargada de elaborar estudios ambientales en 
el marco del SEIA, con un nivel de suficiencia técnica y de especialización que la distinga y le permita cumplir apropiadamente con su cometido.  
3) Veracidad. - Todo documento presentado por las entidades autorizadas, independientemente de que contenga información de fuente primaria 
o secundaria, se presume veraz, sin perjuicio de los controles posteriores pertinentes.  
 
Artículo 5°. - Administrador del Registro El Ministerio del Ambiente, a través de la Dirección General de Políticas, Normas e Instrumentos de 
Gestión Ambiental (DGPNIGA), en su calidad de organismo rector del SEIA, tiene a su cargo el establecimiento, administración y conducción del 
Registro, así como la supervisión, fiscalización y sanción por el incumplimiento de lo dispuesto en el presente Reglamento.  
 
Artículo 6°. - Organización del Registro El Registro está organizado por Sectores, de acuerdo con lo señalado en el Anexo II “Listado de Inclusión 
de proyectos de Inversión comprendidos en el SEIA” del Reglamento de la Ley del SEIA y sus actualizaciones. Las entidades podrán requerir su 
registro en más de un Sector, siempre que el equipo profesional multidisciplinario satisfaga los requisitos señalados en el presente Reglamento.  
 
Artículo 7°. - Carácter Público del Registro La información contenida en el Registro es de carácter público, asegurando el acceso universal al 
mismo, a través del Sistema Nacional de Información Ambiental - SINIA y del Portal Web Institucional del Administrador del Registro, sin perjuicio 
de las excepciones establecidas en la Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Fuente: Sistema Peruano de Información Jurídica (SPIJ), Normas legales “El Peruano”. 
Elaboración: Área de Servicios de Información y Seguimiento Presupuestal (ASISP) 

 
 

 

 

 

 



CUADRO 3 
 

CERTIFICACIÓN AMBIENTAL  
ARGENTINA, BOLIVIA, CHILE, COLOMBIA Y GUATEMALA 

 

 
PAÍS 

 

 
NORMA 

 
TEXTO 

Argentina Ley 24.051 
Residuos Peligrosos 

 
Ámbito de aplicación 

y disposiciones 
generales. Registro 
de Generadores y 

Operadores. 
Manifiesto. 

Generadores. 
Transportistas. 

Plantas de 
Tratamiento y 

disposición final. 
Responsabilidades. 

Infracciones y 
sanciones. Régimen 
penal. Autoridad de 

Aplicación. 
Disposiciones 

Complementarias. 

DEL REGISTRO DE GENERADORES Y OPERADORES DE RESIDUOS PELIGROSOS 
 
ARTICULO 4° — La autoridad de aplicación llevará y mantendrá actualizado un Registro Nacional de Generadores y Operadores de 
Residuos Peligrosos, en el que deberán inscribirse las personas físicas o Jurídicas responsables de la generación, transporte, 
tratamiento y disposición final de residuos peligrosos. 
 
ARTICULO 5° — Los generadores y operadores de residuos peligrosos deberán cumplimentar, para su inscripción en el Registro, 
los requisitos indicados en los artículos 15, 23 y 34, según corresponda. 
 
Cumplidos los requisitos exigibles, la autoridad de aplicación otorgará el Certificado Ambiental, instrumento que acredita, en forma 
exclusiva, la aprobación del sistema de manipulación, transporte, tratamiento o disposición final que los inscriptos aplicarán a los 
residuos peligrosos. 
 
Este Certificado Ambiental será renovado en forma anual. 
 
ARTICULO 6° — La autoridad de aplicación deberá expedirse dentro de los noventa (90) días contados desde la presentación de la 
totalidad de los requisitos. En caso de silencio, vencido el término indicado, se aplicará lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley 
Nacional de Procedimientos Administrativos N° 19.549. 
 
ARTICULO 7° — El Certificado Ambiental será requisito necesario para que la autoridad que en cada caso corresponda, pueda 
proceder a la habilitación de las respectivas industrias, transportes, plantas de tratamiento o disposición y otras actividades en general 
que generen u operen con residuos peligrosos. 
 
La autoridad de aplicación de la presente ley podrá acordar con los organismos responsables de la habilitación y control de los 
distintos tipos de unidades de generación o transporte, la unificación de procedimientos que permita simplificar las tramitaciones, 
dejando a salvo la competencia y Jurisdicción de cada uno de los organismos intervinientes. 
 
ARTICULO 8° — Los obligados a inscribirse en el Registro que a la fecha de entrada en vigencia de la presente se encuentren 
funcionando, tendrán un plazo de ciento ochenta (180) días, contados a partir de la fecha de apertura del Registro, para la obtención 
del correspondiente Certificado Ambiental. Si las condiciones de funcionamiento no permitieren su otorgamiento, la autoridad de 



aplicación estará facultada a prorrogar por única vez el plazo, para que el responsable cumplimente los requisitos exigidos. Vencidos 
dichos plazos, y persistiendo el incumplimiento, serán de aplicación las sanciones previstas en el artículo 49. 
 
ARTICULO 9° — La falta, suspensión o cancelación de la inscripción de ley, no impedirá el ejercicio de las atribuciones acordadas 
a la autoridad de aplicación, ni eximirá a los sometidos a su régimen de las obligaciones y responsabilidades que se establecen para 
los inscriptos. 
 
La autoridad de aplicación podrá inscribir de oficio a los titulares que por su actividad se encuentren comprendidos en los términos 
de la presente ley. 
 
En caso de oposición, el afectado deberá acreditar, mediante el procedimiento que al respecto determine la reglamentación, que sus 
residuos no son peligrosos en los términos del artículo 2° de la presente. 
 
ARTICULO 10. — No será admitida la inscripción de sociedades cuando uno o más de sus directores, administradores, gerentes, 
mandatarios o gestores, estuvieren desempeñando o hubieren desempeñado alguna de esas funciones en sociedades que estén 
cumpliendo sanciones de suspensión o cancelación de la inscripción por violaciones a la presente ley cometidas durante su gestión. 
 
ARTICULO 11. — En el caso de que una sociedad no hubiera sido admitida en el Registro o que admitida haya sido inhabilitada ni 
ésta ni sus integrantes podrán formar parte de otras sociedades para desarrollar actividades reguladas por esta ley, ni hacerlo a título 
individual, excepto los accionistas de sociedades anónimas y asociados de cooperativas que no actuaron en las funciones indicadas 
en el artículo anterior cuando se cometió la infracción que determinó la exclusión del Registro. 
(…). 
 
DE LAS PLANTAS DE TRATAMIENTO Y DISPOSICION FINAL 
 
ARTICULO 33. — Plantas de tratamiento son aquellas en las que se modifican las características física, la composición química o la 
actividad biológica de cualquier residuo peligroso, de modo tal que se eliminen sus propiedades nocivas, o se recupere energía y/o 
recursos materiales, o se obtenga un residuo menos peligroso, o se lo haga susceptible de recuperación, o más seguro para su 
transporte o disposición final. 
 
Son plantas de disposición final los lugares especialmente acondicionados para el depósito permanente de residuos peligrosos en 
condiciones exigibles de seguridad ambiental. 
 
En particular quedan comprendidas en este artículo todas aquellas instalaciones en las que se realicen las operaciones indicadas en 
el anexo III. 
 
ARTICULO 34. — Es requisito para la inscripción de plantas de tratamiento y/o disposición final en el Registro Nacional de 
Generadores y Operadores de Residuos Peligrosos la presentación de una declaración jurada en las que se manifiesten, entre otros 
datos exigibles, los siguientes: 
 



a) Datos identificatorios: Nombre completo y razón social; nómina, según corresponda, del directorio, socios gerentes, 
administradores, representantes, gestores; domicilio legal; 
 
b) Domicilio real y nomenclatura catastral; 
 
c) Inscripción en el Registro de la Propiedad inmueble, en la que se consigne, específicamente, que dicho predio será destinado a 
tal fin; 
 
d) Certificado de radicación industrial; 
 
e) Características edilicias y de equipamiento de la planta; descripción y proyecto de cada una de las instalaciones o sitios en los 
cuales un residuo peligroso esté siendo tratado, transportado, almacenado transitoriamente o dispuesto; 
 
f) Descripción de los procedimientos a utilizar para el tratamiento, el almacenamiento transitorio, las operaciones de carga y descarga 
y los de disposición final, y la capacidad de diseño de cada uno de ellos; 
 
g) Especificación del tipo de residuos peligrosos a ser tratados o dispuestos, y estimación de la cantidad anual y análisis previstos 
para determinar la factibilidad de su tratamiento y/o disposición en la planta, en forma segura y a perpetuidad; 
 
h) Manual de higiene y seguridad; 
 
i) Planes de contingencia, así como procedimientos para registro de la misma; 
 
j) Plan de monitoreo para controlar la calidad de las aguas subterráneas y superficiales; 
 
k) Planes de capacitación del personal. 
 
Tratándose de plantas de disposición final, la solicitud de inscripción será acompañada de: 
 
a) Antecedentes y experiencias en la materia, si los hubiere; 
 
b) Plan de cierre y restauración del área; 
 
c) Estudio de impacto ambiental; 
 
d) Descripción del sitio donde se ubicará la planta, y soluciones técnicas a adoptarse frente a eventuales casos de inundación o 
sismo que pudieren producirse, a cuyos efectos se adjuntará un dictámen del Instituto Nacional de Prevención Sísmica (INPRES) 
y/o del Instituto Nacional de Ciencias y Técnicas Hídricas (INCYTH), según correspondiere; 
 



e) Estudios hidrogeológicos y procedimientos exigibles para evitar o impedir el drenaje y/o el escurrimiento de los residuos peligrosos 
y la contaminación de las fuentes de agua; 
 
f) Descripción de los contenedores, recipientes, tanques, lagunas o cualquier otro sistema de almacenaje. 
 
ARTICULO 35. — Los proyectos de instalación de plantas de tratamiento y/o disposición final de residuos peligrosos deberán ser 
suscriptos por profesionales con incumbencia en la materia. 
 
ARTICULO 36. — En todos los casos los lugares destinados a la disposición final como relleno de seguridad deberán reunir las 
siguientes condiciones, no excluyentes de otras que la autoridad de aplicación pudiere exigir en el futuro: 
 
a) Una permeabilidad del suelo no mayor de 10 cm/seg. hasta una profundidad no menor de ciento cincuenta (150) centímetros 
tomando como nivel cero (0) la base del relleno de seguridad; o un sistema análogo, en cuanto a su estanqueidad o velocidad de 
penetración; 
 
b) Una profundidad del nivel freático de por lo menos dos (2) metros, a contar desde la base del relleno de seguridad; 
 
c) Una distancia de la periferia de los centros urbanos no menor que la que determine la autoridad de aplicación; 
 
d) El proyecto deberá comprender una franja perimetral cuyas dimensiones determinará la autoridad de aplicación. 
 
ARTICULO 37. — Tratándose de plantas existentes, la inscripción en el Registro y el otorgamiento del certificado ambiental implicará 
la autorización para funcionar. 
 
En caso de denegarse la misma, caducará de pleno derecho cualquier autorización y/o permiso que pudiera haber obtenido su titular. 
 
ARTICULO 38. — Si se tratare de un proyecto para la instalación de una nueva planta, la inscripción en el Registro sólo implicará la 
aprobación del mismo y la autorización para la iniciación de las obras; para su tramitación será de aplicación lo dispuesto por el 
artículo 6°. 
 
Una vez terminada la construcción de la planta, la autoridad de aplicación otorgará, si correspondiere, el certificado Ambiental, que 
autoriza su funcionamiento. 
 
ARTICULO 39. — Las autorizaciones, que podrán ser renovadas, se otorgarán por un plazo máximo de diez (10) años, sin perjuicio 
de la renovación anual del Certificado Ambiental. 
 
ARTICULO 40. — Toda planta de tratamiento y/o disposición final de residuos peligrosos deberá llevar un registro de operaciones 
permanente, en la forma que determine la autoridad de aplicación, el que deberá ser conservado a perpetuidad, aun si hubiere 
cerrado la planta. 
 



ARTICULO 41. — Para proceder al cierre de una planta de tratamiento y/o disposición final el titular deberá presentar ante la 
autoridad de aplicación, con una antelación mínima de noventa (90) días, un plan de cierre de la misma. 
 
La autoridad de aplicación lo aprobará o desestimará en un plazo de treinta (30) días, previa inspección de la planta. 
 
ARTICULO 42. — El plan de cierre deberá contemplar como mínimo: 
 
a) Una cubierta con condiciones físicas similares a las exigidas en el inciso a) del artículo 36 y capaz de sustentar vegetación 
herbácea; 
 
b) Continuación de programa de monitoreo de aguas subterráneas por el término que la autoridad de aplicación estime necesario, 
no pudiendo ser menor de cinco (5) años; 
 
c) La descontaminación de los equipos e implementos no contenidos dentro de la celda o celdas de disposición, contenedores, 
tanques, restos, estructuras y equipos que hayan sido utilizados o hayan estado en contacto con residuos peligrosos. 
 
ARTICULO 43. — La autoridad de aplicación, no podrá autorizar el cierre definitivo de la planta sin previa inspección de la misma. 
 
ARTICULO 44. — En toda planta de tratamiento y/o disposición final, sus titulares serán responsables, en su calidad de guardianes 
de residuos peligrosos, de todo daño producido por estos en función de lo prescripto en el Capítulo VII de la presente ley. 
 

Ley 25.675 
Ley General del 

Ambiente 

ARTICULO 1º — La presente ley establece los presupuestos mínimos para el logro de una gestión sustentable y adecuada del 
ambiente, la preservación y protección de la diversidad biológica y la implementación del desarrollo sustentable. 
 
ARTICULO 2º — La política ambiental nacional deberá cumplir los siguientes objetivos: 
a) Asegurar la preservación, conservación, recuperación y mejoramiento de la calidad de los recursos ambientales, tanto naturales 
como culturales, en la realización de las diferentes actividades antrópicas; 
b) Promover el mejoramiento de la calidad de vida de las generaciones presentes y futuras, en forma prioritaria; 
c) Fomentar la participación social en los procesos de toma de decisión; 
d) Promover el uso racional y sustentable de los recursos naturales; 
e) Mantener el equilibrio y dinámica de los sistemas ecológicos; 
f) Asegurar la conservación de la diversidad biológica; 
g) Prevenir los efectos nocivos o peligrosos que las actividades antrópicas generan sobre el ambiente para posibilitar la 
sustentabilidad ecológica, económica y social del desarrollo; 
h) Promover cambios en los valores y conductas sociales que posibiliten el desarrollo sustentable, a través de una educación 
ambiental, tanto en el sistema formal como en el no formal; 
i) Organizar e integrar la información ambiental y asegurar el libre acceso de la población a la misma; 
j) Establecer un sistema federal de coordinación interjurisdiccional, para la implementación de políticas ambientales de escala 
nacional y regional 



k) Establecer procedimientos y mecanismos adecuados para la minimización de riesgos ambientales, para la prevención y mitigación 
de emergencias ambientales y para la recomposición de los daños causados por la contaminación ambiental. 
 
ARTICULO 3º — La presente ley regirá en todo el territorio de la Nación, sus disposiciones son de orden público, operativas y se 
utilizarán para la interpretación y aplicación de la legislación específica sobre la materia, la cual mantendrá su vigencia en cuanto no 
se oponga a los principios y disposiciones contenidas en ésta. 
(…) 
 
Evaluación de impacto ambiental 
 
ARTICULO 11. — Toda obra o actividad que, en el territorio de la Nación, sea susceptible de degradar el ambiente, alguno de sus 
componentes, o afectar la calidad de vida de la población, en forma significativa, estará sujeta a un procedimiento de evaluación de 
impacto ambiental, previo a su ejecución, 
 
ARTICULO 12. — Las personas físicas o jurídicas darán inicio al procedimiento con la presentación de una declaración jurada, en la 
que se manifieste si las obras o actividades afectarán el ambiente. Las autoridades competentes determinarán la presentación de un 
estudio de impacto ambiental, cuyos requerimientos estarán detallados en ley particular y, en consecuencia, deberán realizar una 
evaluación de impacto ambiental y emitir una declaración de impacto ambiental en la que se manifieste la aprobación o rechazo de 
los estudios presentados. 
 
ARTICULO 13. — Los estudios de impacto ambiental deberán contener, como mínimo, una descripción detallada del proyecto de la 
obra o actividad a realizar, la identificación de las consecuencias sobre el ambiente, y las acciones destinadas a mitigar los efectos 
negativos. 
(…). 
 
ARTICULO 26. — Las autoridades competentes establecerán medidas tendientes a: 
a) La instrumentación de sistemas de protección de la calidad ambiental que estén elaborados por los responsables de actividades 
productivas riesgosas; 
b) La implementación de compromisos voluntarios y la autorregulación que se ejecuta a través de políticas y programas de gestión 
ambiental; 
c) La adopción de medidas de promoción e incentivos. Además, se deberán tener en cuenta los mecanismos de certificación 
realizados por organismos independientes, debidamente acreditados y autorizados. 
 

Resolución  
427 - E/2016 

ARTÍCULO 1° — Apruébase el Modelo de Certificado Ambiental Anual y el Modelo de Anexo I del mismo, que como Anexo (IF-
2016-02868448-APN-SECCYMA#MAD) forman parte integrante de la presente resolución. 
(…). 
 
ARTÍCULO 3° — Establécese la utilización del nuevo Modelo de Certificado Ambiental Anual y su correspondiente Anexo I 
aprobados en la presente, a partir de la fecha en que se produzca el agotamiento de las existencias con que se cuenta del modelo 



aprobado por la Resolución ex SECRETARÍA DE AMBIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE N° 326/08 y modificatorios, 
manteniendo en el futuro la numeración de forma correlativa. 
(…). 
 

 
Bolivia Ley 1333 

Ley del 27 de abril de 
1992 

Medio Ambiente 

Artículo 6. Créase la Secretaría Nacional del Medio Ambiente (SENMA) dependiente de la Presidencia de la República como 
organismo encargado de la gestión ambiental. El Secretario Nacional del Medio Ambiente tendrá el Rango de Ministro de Estado, 
será designado por el Presidente de la República, y concurrirá al Consejo de Ministros. 
 
Artículo 7. La Secretaría Nacional del Medio Ambiente, tiene las siguientes funciones básicas: 
1. Formular y dirigir la política nacional del Medio Ambiente en concordancia con la política general y los planes nacionales de 

desarrollo económico y cultural. 
2. Incorporar la dimensión ambiental al Sistema Nacional de Planificación. Al efecto, el Secretario Nacional del Medio Ambiente 

participará como miembro titular del Consejo Nacional de Economía y Planificación (CONEPLAN). 
3. Planificar, coordinar, evaluar y controlar las actividades de la gestión ambiental. 
4. Promover el desarrollo sostenible en el país. 
5. Normar, regular y fiscalizar las actividades de su competencia en coordinación con las entidades públicas sectoriales y 

departamentales. 
6. Aprobar o rechazar y supervisar los Estudios de Evaluación de Impacto Ambiental de carácter nacional, en coordinación con los 

Ministerios Sectoriales respectivos y las Secretarías Departamentales del Medio Ambiente. 
7. Promover el establecimiento del ordenamiento territorial, en coordinación con las entidades públicas y privadas, sectoriales y 

departamentales. 
8. Cumplir y hacer cumplir las disposiciones emanadas de la presente Ley. 

 
Artículo 8. Créanse los Consejos Departamentales del Medio Ambiente (CODEMA) en cada uno de los Departamentos del país 
como organismos de máxima decisión y consulta a nivel departamental, en el marco de la política nacional del medio ambiente 
establecida con las siguientes funciones y atribuciones: 
a. Definir la política departamental del medio ambiente. 
b. Priorizar y aprobar los planes, programas y proyectos de carácter ambiental elevados a su consideración a través de las 

Secretarías Departamentales. 
c. Aprobar normas y reglamentos de ámbito departamental relacionados con el medio ambiente. 
d. Supervisar y controlar las actividades encargadas a las Secretarías Departamentales. 
e. Elevar ternas ante el Secretario Nacional del Medio Ambiente para la designación del Secretario Departamental del Medio 

Ambiente. 
f. Cumplir y hacer cumplir la presente Ley y las resoluciones emitidas por los mismos. 

 
Corresponde a los Gobiernos Departamentales convocar a las instituciones regionales, públicas, privadas, cívicas, empresariales, 
laborales y otras para la conformación de los Consejos Departamentales del Medio Ambiente, estarán compuestos por siete 
representantes, de acuerdo a lo dispuesto por la reglamentación respectiva. 
 



Artículo 9. Créanse las Secretarías Departamentales del Medio Ambiente como entidades descentralizadas de la Secretaría Nacional 
del Medio Ambiente, cuyas atribuciones principales, serán las de ejecutar las políticas departamentales emanadas de los Consejos 
Departamentales del Medio Ambiente, velando porque las mismas se encuentren enmarcadas en la política nacional del medio 
ambiente. 
Asimismo, tendrán las funciones encargadas a la Secretaría Nacional que correspondan al ámbito departamental, de acuerdo a 
reglamentación. 
 
Artículo 10. Los Ministerios, organismos e instituciones públicas de carácter nacional, departamental, municipal y local, relacionados 
con la problemática ambiental, deben adecuar sus estructuras de organización a fin de disponer de una instancia para los asuntos 
referidos al medio ambiente. 
 
Asimismo, en coordinación con la Secretaría del Medio Ambiente correspondiente apoyarán la ejecución de programas y proyectos 
que tengan el propósito de preservar y conservar el medio ambiente y los recursos naturales. 
(…).  
 
Artículo 24. Para los efectos de la presente Ley, se entiende por Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) al conjunto de 
procedimientos administrativos, estudios y sistemas técnicos que permiten estimar los efectos que la ejecución de una determinada 
obra, actividad o proyecto puedan causar sobre el medio ambiente. 
 
Artículo 25. Todas las obras, actividades públicas o privadas, con carácter previo a su fase de inversión, deben contar 
obligatoriamente con la identificación de la categoría de evaluación de impacto ambiental que deberá ser realizada de acuerdo a los 
siguientes niveles: 
1. Requiere de EIA analítica integral. 
2. Requiere de EIA analítica específica. 
3. No requiere de EIA analítica específica pero puede ser aconsejable su revisión conceptual. 
4. No requiere de EIA. 

 
Artículo 26. Las obras, proyectos o actividades que por sus características requieran del Estudio de Evaluación de 
Impacto Ambiental según lo prescrito en el artículo anterior, con carácter previo a su ejecución, deberán contar obligatoriamente con 
la Declaratoria de Impacto Ambiental (DIA), procesada por los organismos sectoriales competentes, expedida por las Secretarías 
Departamentales del Medio Ambiente y homologada por la Secretaría Nacional. La homologación deberá verificarse en el plazo 
perentorio de veinte días, caso contrario, quedará la DIA consolidada sin la respectiva homologación. 
En el caso de Proyectos de alcance nacional, la DIA debería ser tramitada directamente ante la Secretaría Nacional del Medio 
Ambiente. 
 
La Declaratoria de Impacto Ambiental incluirá los estudios, recomendaciones técnicas, normas y límites, dentro de los cuales deberán 
desarrollarse las obras, proyectos de actividades evaluados y registrados en las Secretarías Departamentales y/o Secretaría Nacional 
del Medio Ambiente. La Declaratoria de Impacto Ambiental, se constituirá en la referencia técnico legal para la calificación periódica 
del desempeño y ejecución de dichas obras, proyectos o actividades. 
 



Artículo 27. La Secretaría Nacional del Medio Ambiente determinará, mediante reglamentación expresa, aquellos tipos de obras o 
actividades, públicas o privadas, que requieran en todos los casos el correspondiente Estudio de Evaluación de Impacto Ambiental. 
 
Artículo 28. La Secretaría Nacional y las Secretarías Departamentales del medio Ambiente, en coordinación con los organismos 
sectoriales correspondientes, quedan encargados del control, seguimiento y fiscalización de los Impactos Ambientales, planes de 
protección y mitigación, derivados de los respectivos estudios y declaratorias. 
 
Las normas procedimentales para la presentación, categorización, evaluación, aprobación o rechazo, control, seguimiento 
y fiscalización de los Estudios de Evaluación de Impacto Ambiental serán establecidas en la reglamentación correspondiente. 
 

Decreto Supremo 
24176, de 8 de 

diciembre de 1995 
 

Reglamentación de la 
Ley 1333 del Medio 

Ambiente 
 
 

Reglamento General de Gestión Ambiental 
(…). 
ARTÍCULO 59.- La Licencia Ambiental es el documento jurídico-administrativo otorgado por la Autoridad Ambiental Competente al 
Representante Legal, que avala el cumplimiento de todos los requisitos previstos en la ley y reglamentación correspondiente en lo 
que se refiere a los procedimientos de prevención y control ambiental.  
 
ARTICULO 60.- Para efectos legales y administrativos, tienen carácter de licencia ambiental la Declaratoria de Impacto Ambiental, 
el Certificado de Dispensación de EEIA y la Declaratoria de Adecuación Ambiental.  
 
ARTÍCULO 61.- La Licencia Ambiental tendrá vigencia por el lapso de diez años. Con una antelación de 90 días antes de su 
vencimiento, el Representante Legal solicitará a la Autoridad Ambiental Competente, la renovación de la Licencia Ambiental. Su 
otorgación se realizará en el término de treinta días hábiles de presentada la solicitud.  
 
ARTÍCULO 62.- La Autoridad Ambiental Competente revocará la Licencia Ambiental cuando no se dé cumplimiento a lo establecido 
en el RPCA.  
 
ARTÍCULO 63.- La Autoridad Ambiental Competente deberá llevar un registro donde se asentarán correlativamente las Licencias 
Ambientales otorgadas, su vigencia y sus condicionantes.  
 
ARTÍCULO 64.- Las Licencias Ambientales quedarán sin efecto:  
 
a) cuando el plazo hubiera llegado a su término y no existiera solicitud de renovación;  
b) por renuncia del solicitante;  
c) por modificación o ampliación de la actividad inicial;  
d) por incumplimiento a la legislación ambiental;  
e) por incumplimiento a lo establecido en los documentos aprobados por la Autoridad Ambiental Competente. 
 
ARTICULO 65.- Los permisos ambientales tendrán carácter especial y se otorgarán por períodos fijos de tiempo. Procederán para 
la generación, eliminación, tratamiento, descarga y disposición final de sustancias peligrosas, residuos sólidos, y/o contaminantes. 
La reglamentación específica determinará los procedimientos administrativos para su otorgación. 



(…) 
 
Reglamento para actividades con sustancias peligrosas 
(…). 
ARTICULO 15.- Toda persona natural o colectiva, pública o privada que realice actividades con sustancias peligrosas, deberá 
presentar mediante memorial dirigido a la Autoridad Ambiental Competente, como complementación a lo requerido en el Reglamento 
de Prevención y Control Ambiental a efectos de la obtención del registro y licencia de actividades con sustancias peligrosas, la 
siguiente documentación:  
a) Fotocopia del acta de constitución de la sociedad precisando el tipo de actividad(es);  
b) Poder suficiente otorgado por Notario de Fe Pública;  
c) Nómina del personal jerárquico y curriculum vitae del personal técnico responsable de las actividades operativas con sustancias 
peligrosas;  
d) Las normas técnicas aplicables a la manipulación, transporte, almacenamiento y disposición, según el caso.  
 
ARTICULO 16.- La Autoridad Ambiental Competente evaluará la documentación referida en el artículo anterior y emitirá el criterio 
que corresponda, en un plazo máximo de 10 días hábiles a partir de su recepción. 
 
ARTICULO 17.- La persona natural o colectiva, pública o privada, que obtenga licencia para importar y/o exportar sustancias 
peligrosas, deberá cumplir el presente Reglamento, el Código de Salud y otras disposiciones legales complementarias y conexas. 
 
ARTICULO 18.- La licencia para importar temporalmente sustancias peligrosas con destino a su procesamiento en el territorio 
nacional, deberá observar el Título III del presente Reglamento, los reglamentos de la LEY, el Código de Salud y otras disposiciones 
legales complementarias y conexas.  
 
ARTICULO 19.- La licencia para importar temporalmente sustancias peligrosas y para su procesamiento en el territorio nacional 
deberá, para cada volumen, tener en cuenta además los siguientes requisitos:  
a) Identificar los medios de transporte a utilizar y rutas a seguir;  
b) Identificar al destinatario;  
c) Describir el tratamiento: diagrama de flujo, operaciones y procesos, balance de materiales y energía en origen y destino, incluyendo 
características del residuo o desecho que generan;  
d) Enumerar características, propiedades físico-químicas o biológicas de la(s) sustancia(s) peligrosa(s) que se pretende importar o 
re-exportar;  
e) Indicar lugar de origen y destino de las sustancias peligrosas;  
f) Indicar puertos de ingreso y salida;  
g) Presentar certificado de autoridades competentes del país de procedencia, sobre su grado de peligrosidad, medidas de protección 
y requisitos de comercio exterior;  
h) Adjuntar copias de documentación en trámite, en español, para obtener la licencia del país de destino en caso de exportación y la 
de origen en caso de importación.  
 



En el caso de importación, exportación o importación temporal de sustancias peligrosas, la Autoridad Ambiental Competente 
informará al Ministerio de Hacienda y Finanzas a efectos de la otorgación de las licencias respectivas. 
 
ARTICULO 20.- Cualquier variación en la licencia para importación o exportación concedida, será comunicada al MDSMA en el plazo 
de 15 días hábiles, a efectos de una nueva evaluación.  
 
ARTICULO 21.- El registro se efectuará por una sola vez. La licencia para importación o exportación otorga a su titular autorización 
para efectuar actividades con sustancias peligrosas, por un período de 3 (tres) años a partir de la fecha de otorgamiento y sujeto a 
inspecciones periódicas.  
 
ARTICULO 22.- Sesenta (60) días antes del vencimiento de la licencia para exportación e importación, deberá solicitarse su 
renovación mediante memorial junto al informe que tendrá la calidad de declaración jurada, detallando las actividades desarrolladas 
durante el período transcurrido, desde que le fuera concedida la Licencia, incluyendo las situaciones de riesgo no previstas y que se 
hubieran producido durante dicho periodo.  
 
ARTICULO 23.- La persona natural o colectiva, pública o privada, autorizada que desee suspender temporal o definitivamente sus 
actividades con sustancias peligrosas, deberá presentar memorial de solicitud, con treinta (30) días hábiles previos a la fecha de 
dicha suspensión, adjuntando el informe señalado en el artículo anterior.  
 
ARTICULO 24.- Ninguna persona natural o colectiva, pública o privada, podrá continuar realizando actividades con sustancia 
peligrosas, en tanto renueve su licencia, suspendida por caducidad o solicitud expresa.  
 
ARTICULO 25.- La persona natural o colectiva que por la naturaleza de su actividad requiera efectuar el transporte de sustancias 
peligrosas, dentro o fuera del país, deberá entregar a la Autoridad Ambiental Competente el Manifiesto de Transporte respectivo 
antes de realizar el referido transporte, según normas y procedimientos en vigencia.  
 
ARTICULO 26.- La Declaratoria de Impacto Ambiental y la Declaratoria de Adecuación Ambiental aprobarán expresamente rangos 
en magnitud y composición de las sustancias peligrosas declaradas en su Estudio de Evaluación de Impacto Ambiental o el Manifiesto 
Ambiental respectivamente. 
 
ARTICULO 27.- En caso de que las actividades con sustancias peligrosas sobrepasen los rangos en magnitud y composición 
indicados en el Art. 32, se tramitará nueva licencia de acuerdo con lo establecido en los procedimientos del Manifiesto Ambiental. 
(…). 
 

 
Chile Ley 19300 

Aprueba Ley sobre 
Bases Generales del 

Medio Ambiente 
 

Del Programa de Regulación Ambiental 
(…). 
 
Párrafo 2° Del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental  
 



Artículo 8°.- Los proyectos o actividades señalados en el artículo 10 sólo podrán ejecutarse o modificarse previa evaluación de su 
impacto ambiental, de acuerdo a lo establecido en la presente ley. 
 
Todos los permisos o pronunciamientos de carácter ambiental, que de acuerdo con la legislación vigente deban o puedan emitir los 
organismos del Estado, respecto de proyectos o actividades sometidos al sistema de evaluación, serán otorgados a través de dicho 
sistema, de acuerdo a las normas de este párrafo y su reglamento.  
 
Sin perjuicio de los permisos o pronunciamientos sectoriales, siempre se requerirá el informe del Gobierno Regional, del Municipio 
respectivo y la autoridad marítima competente, cuando corresponda, sobre la compatibilidad territorial del proyecto presentado. 
 
Los proyectos o actividades sometidos al sistema de evaluación de impacto ambiental deberán considerar siempre las políticas y 
planes evaluados estratégicamente, de conformidad a lo señalado en el Párrafo 1º bis de este título. 
 
Corresponderá al Servicio de Evaluación Ambiental, la administración del sistema de evaluación de impacto ambiental, así como la 
coordinación de los organismos del Estado involucrados en el mismo, para los efectos de obtener los permisos o pronunciamientos 
a que se refiere el inciso anterior. 
 
Artículo 9°.- El titular de todo proyecto o actividad comprendido en el artículo 10 deberá presentar una Declaración de Impacto 
Ambiental o elaborar un Estudio de Impacto Ambiental, según corresponda. Aquéllos no comprendidos en dicho artículo podrán 
acogerse voluntariamente al sistema previsto en este párrafo. 
     
Las Declaraciones de Impacto Ambiental o los Estudios de Impacto Ambiental se presentarán, para obtener las autorizaciones 
correspondientes, ante la Comisión establecida en el artículo 86 o Comisión de Evaluación en que se realizarán las obras materiales 
que contemple el proyecto o actividad, con anterioridad a su ejecución. En los casos en que la actividad o proyecto pueda causar 
impactos ambientales en zonas situadas en distintas regiones, las Declaraciones o los Estudios de Impacto Ambiental deberán 
presentarse ante el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental. 
     
En caso de dudas corresponderá al Director del Servicio de Evaluación Ambiental determinar si el proyecto o actividad afecta zonas 
situadas en distintas regiones, de oficio o a petición de una o más Comisiones de Evaluación o del titular del proyecto o actividad. 
     
El proceso de revisión de las Declaraciones de Impacto Ambiental y de calificación de los Estudios de Impacto Ambiental considerará 
la opinión fundada de los organismos con competencia ambiental, en las materias relativas al respectivo proyecto o actividad, para 
lo cual la Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio, en su caso, requerirá los informes correspondientes. 
     
Los pronunciamientos de los órganos de la Administración del Estado con competencia ambiental, deberán ser fundados y formulados 
dentro de las esferas de sus respectivas competencias. 
 
Artículo 9º bis.- La Comisión a la cual se refiere el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, deberán aprobar o rechazar un 
proyecto o actividad sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental sólo en virtud del Informe Consolidado de Evaluación 
en lo que dice relación con los aspectos normados en la legislación ambiental vigente. En todo caso, dicho informe deberá contener, 



los pronunciamientos ambientales fundados de los organismos con competencia que participaron en la evaluación, la evaluación 
técnica de las observaciones planteadas por la comunidad y los interesados, cuando corresponda, así como la recomendación de 
aprobación o rechazo del proyecto. 
     
El incumplimiento a lo señalado en el inciso anterior se considerará vicio esencial del procedimiento de calificación ambiental. 
 
Artículo 9º ter.- Los proponentes de los proyectos o actividades, en sus Estudios o Declaraciones de Impacto Ambiental, deberán 
describir la forma en que tales proyectos o actividades se relacionan con las políticas, planes y programas de desarrollo regional, así 
como con los planes de desarrollo comunal. 
     
La Comisión señalada en el artículo 86 deberá siempre solicitar pronunciamiento al Gobierno Regional respectivo, así como a las 
municipalidades del área de influencia del proyecto, con el objeto de que éstos señalen si el proyecto o actividad se relacionan con 
las políticas, planes y programas de desarrollo regional y con los planes de desarrollo comunal, respectivamente. 
 
Artículo 10.- Los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental, en cualesquiera de sus fases, que deberán 
someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental, son los siguientes: 
     
a) Acueductos, embalses o tranques y sifones que deban someterse a la autorización establecida en el artículo 294 del Código de 
Aguas, presas, drenaje, desecación, dragado, defensa o alteración, significativos, de cuerpos o cursos naturales de aguas; 
b) Líneas de transmisión eléctrica de alto voltaje y sus subestaciones; 
c) Centrales generadoras de energía mayores a 3 MW; 
d) Reactores y establecimientos nucleares e instalaciones relacionadas; 
e) Aeropuertos, terminales de buses, camiones y ferrocarriles, vías férreas, estaciones de servicio, autopistas y los caminos públicos 
que puedan afectar áreas protegidas; 
f) Puertos, vías de navegación, astilleros y terminales marítimos; 
g) Proyectos de desarrollo urbano o turístico, en zonas no comprendidas en alguno de los planes evaluados según lo dispuesto en 
el Párrafo 1 Bis; 
h) Proyectos industriales o inmobiliarios que se ejecuten en zonas declaradas latentes o saturadas; 
i) Proyectos de desarrollo minero, incluidos los de carbón, petróleo y gas comprendiendo las prospecciones, explotaciones, plantas 
procesadoras y disposición de residuos y estériles, así como la extracción industrial de áridos o greda; 
j) Oleoductos, gasoductos, ductos mineros u otros análogos; 
k) Instalaciones fabriles, tales como metalúrgicas, químicas, textiles, productoras de materiales para la construcción, de equipos y 
productos métalicos y curtiembres, de dimensiones industriales; 
l) Agroindustrias, mataderos, planteles y establos de crianza, lechería y engorda de animales, de dimensiones industriales; 
m) Proyectos de desarrollo o explotación forestal en suelos frágiles, en terrenos cubiertos de bosque nativo, industrias de celulosa, 
pasta de papel y papel, plantas astilladoras, elaboradoras de madera y aserraderos, todos de dimensiones industriales; 
n) Proyectos de explotación intensiva, cultivo, y plantas procesadoras de recursos hidrobiológicos; 
ñ) Producción, almacenamiento, transporte, disposición o reutilización habituales de sustancias tóxicas, explosivas, radioactivas, 
inflamables, corrosivas o reactivas; 



o) Proyectos de saneamiento ambiental, tales como sistemas de alcantarillado y agua potable, plantas de tratamiento de aguas o de 
residuos sólidos de origen domiciliario, rellenos sanitarios, emisarios submarinos, sistemas de tratamiento y disposición de residuos 
industriales líquidos o sólidos; 
p) Ejecución de obras, programas o actividades en áreas que formen parte del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, humedales 
urbanos y en otras áreas colocadas bajo protección oficial, en los casos en que la legislación respectiva lo permita; 
q) Aplicación masiva de productos químicos en áreas urbanas o zonas rurales próximas a centros poblados, humedales, o a cursos 
o masas de agua que puedan ser afectadas; 
r) Proyectos de desarrollo, cultivo o explotación, en las áreas mineras, agrícolas, forestales e hidrobiológicas que utilicen organismos 
genéticamente modificados con fines de producción y en áreas no confinadas. El reglamento podrá definir una lista de especies de 
organismos genéticamente modificados que, como consecuencia de su comprobado bajo riesgo ambiental, estarán excluidos de 
esta exigencia. El mismo reglamento establecerá el procedimiento para declarar áreas como libres de organismos genéticamente 
modificados, y 
s) Ejecución de obras o actividades que puedan significar una alteración física o química a los componentes bióticos, a sus 
interacciones o a los flujos ecosistémicos de humedales que se encuentran total o parcialmente dentro del límite urbano, y que 
impliquen su relleno, drenaje, secado, extracción de caudales o de áridos, la alteración de la barra terminal, de la vegetación azonal 
hídrica y ripariana, la extracción de la cubierta vegetal de turberas o el deterioro, menoscabo, transformación o invasión de la flora y 
la fauna contenida dentro del humedal, indistintamente de su superficie. 
 
(…). 
 
Artículo 13.- Para los efectos de elaborar y calificar un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, el proponente, el Servicio de 
Evaluación Ambiental y los órganos de la administración del Estado competentes, en su caso, se sujetarán a las normas que 
establezca el reglamento. 
     
Este reglamento será dictado mediante decreto supremo, por intermedio del del Medio Ambiente, y contendrá, a lo menos, lo 
siguiente: 
     
a) Lista de los permisos ambientales sectoriales, de los requisitos para su otorgamiento y de los contenidos técnicos y formales 
necesarios para acreditar su cumplimiento; 
b) Contenidos mínimos detallados para la elaboración de los Estudios y Declaraciones de Impacto Ambiental, conforme con lo 
dispuesto en los artículos 11, 12, 12 bis, 13 bis y 18, según corresponda, y 
c) Procedimiento administrativo para la evaluación de impacto ambiental. 
 
(…). 
Artículo 18 ter.- Los titulares, al presentar una Declaración de Impacto Ambiental, podrán incluir, a su costo, el compromiso de 
someterse a un proceso de evaluación y certificación de conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable 
y de las condiciones sobre las cuales se califique favorablemente el proyecto o actividad. En este caso, dicha Declaración deberá 
ser calificada en un plazo máximo de treinta días, sin perjuicio de lo establecido en el artículo precedente. 
 



Para estos efectos, la Superintendencia del Medio Ambiente llevará un registro de las personas naturales y jurídicas acreditadas, 
que realicen la evaluación y certificación de conformidad de las Resoluciones de Calificación Ambiental. El reglamento determinará 
los requisitos, condiciones y procedimientos necesarios para su administración y funcionamiento. 
 
Artículo 18 quáter.- Si el titular del proyecto es una empresa que según la ley califica como de menor tamaño y debe presentar una 
Declaración de Impacto Ambiental podrá comprometer a su costo, someterse a un proceso de evaluación y certificación de 
conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable al proyecto o actividad. En este caso, la Comisión 
establecida en el artículo 86 o el Director Ejecutivo, en su caso, observará el siguiente procedimiento: 
 
a) Verificará si el proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental, en el plazo de 10 días contado desde la 
presentación de la Declaración. 
b) En caso de no requerir un Estudio de Impacto Ambiental, procederá al registro de la Declaración, siempre que el proyecto se 
encuentre localizado en un área regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genere cargas ambientales. 
c) Si el proyecto o actividad se localiza en un área no regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y no genera 
cargas ambientales, abrirá un período de participación ciudadana, en el que citará a una audiencia especial a lo menos a tres 
organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica vigente, cuyo domicilio legal se encuentre en aquellas comunas en que el 
proyecto o actividad se emplazará. Dicho período no se extenderá más de 10 días, debiendo levantarse un acta por un ministro de 
fe en donde consten los compromisos con la comunidad. Finalizada dicha etapa, procederá a su registro. 
d) El registro consistirá en la anotación del proyecto o actividad, en el que debe constar el lugar del emplazamiento, la caracterización 
de la actividad, tiempo de ejecución de las obras y el proyecto, indicadores de cumplimiento de la certificación de conformidad y 
compromisos asumidos por el proponente con la comunidad. 
e) Realizado el registro una copia de la Declaración, que contendrá las observaciones de la ciudadanía, cuando correspondiere, será 
visada por el Servicio de Evaluación Ambiental y hará las veces de Resolución de Calificación Ambiental para todos los efectos 
legales. 
 
(…). 
Párrafo 6° bis 
De la certificación, rotulación y etiquetado 
Artículo 48 ter.- Corresponderá al Ministerio del Medio Ambiente otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o 
jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que sean voluntariamente 
solicitados u obligatoriamente requeridos y cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio 
ambiental del país, de acuerdo a los requisitos que establezca el reglamento. 
 
Asimismo, el reglamento deberá determinar el procedimiento al cual se sujetará el otorgamiento de los certificados, rótulos y 
etiquetas. 
 
Será de cargo del solicitante del certificado, rótulo o etiqueta adjuntar a su petición un informe favorable de cumplimiento de los 
requisitos que el reglamento señale, emitido por aquellas entidades que la Superintendencia del Medio Ambiente autorice según lo 
dispuesto en el artículo 3 literal v) de su ley orgánica. 
 



Dicha Superintendencia será la encargada de fiscalizar el debido cumplimiento de las disposiciones de que trata este artículo, en los 
casos que corresponda. 
     
La infracción de esta normativa será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el Título III de la ley orgánica de la 
Superintendencia del Medio Ambiente, encontrándose ésta facultada, además, para revocar el certificado, rótulo o etiqueta como 
sanción. Sin perjuicio de lo anterior, la falsificación o utilización maliciosa de los certificados, rótulos o etiquetas será sancionada 
según lo establecido en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal. El reglamento definirá el procedimiento 
que se aplicará en estos casos. 
(…). 
 
Artículo 86.- Los proyectos serán calificados por una Comisión presidida por el Intendente e integrada por los Secretarios Regionales 
Ministeriales del Medio Ambiente, de Salud, de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Energía, de Obras Públicas, de Agricultura, 
de Vivienda y Urbanismo, de Transportes y Telecomunicaciones, de Minería, y de Planificación, y el Director Regional del Servicio, 
quien actuará como secretario. 
     
Las Direcciones Regionales de Evaluación Ambiental conformarán un comité técnico integrado por el Secretario Regional Ministerial 
del Medio Ambiente, quien lo presidirá, y el Director Regional de Evaluación Ambiental, los directores regionales de los servicios 
públicos que tengan competencia en materia del medio ambiente, incluido el Gobernador Marítimo correspondiente, y el Consejo de 
Monumentos Nacionales. Este comité elaborará un acta de evaluación de cada proyecto la que será de libre acceso a los interesados. 
 

Decreto 40 Aprueba 
Reglamento del 

Sistema de Evaluación 
de Impacto Ambiental 

 

Artículo 59.- Calificación ambiental. Una vez elaborado el Informe Consolidado de Evaluación y habiéndose publicado en la página 
web del Servicio, se deberá convocar a los integrantes de la Comisión de Evaluación a una sesión, a objeto de decidir sobre la 
calificación ambiental de dicho proyecto o actividad.  
 
En el acta de dicha sesión se deberá consignar la fecha y lugar de reunión, el nombre de los asistentes, la reseña sucinta de lo 
tratado en ella, los acuerdos adoptados, los votos y sus fundamentos. Dicha acta la levantará el Secretario de la Comisión, quien 
hará de ministro de fe respecto de lo que ella contemple.  
 
En caso que el Estudio o Declaración se hubiere presentado ante el Director Ejecutivo del Servicio, éste no podrá resolver antes del 
plazo indicado en el inciso segundo del artículo 44 y final del artículo 56 del presente Reglamento, según corresponda.  
 
Respecto al cumplimiento de la normativa ambiental aplicable, la Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo, en su caso, deberán 
aprobar o rechazar un proyecto o actividad sólo en virtud del Informe Consolidado de Evaluación, en lo que dice relación con los 
aspectos normados en la legislación ambiental vigente.  
 
Para los efectos de este Reglamento se entenderá por aspectos normados, aquellas materias regladas en sus supuestos y 
resultados, de manera que exista una sola consecuencia jurídica. De este modo, no constituyen aspectos normados aquellos asuntos 
sujetos a discrecionalidad en la evaluación.  
 



La decisión que califica ambientalmente un proyecto o actividad deberá constar en una resolución fundada del Director Ejecutivo o 
de la Comisión de Evaluación. En este último caso, será firmada por su Presidente y su Secretario, este último en calidad de ministro 
de fe.  
 
Dicha resolución deberá ser dictada dentro de los diez días siguientes de calificado ambientalmente el proyecto o actividad.  
 
Artículo 60.- Contenido mínimo de la Resolución de Calificación Ambiental. La resolución que califique el proyecto o actividad deberá 
cumplir las exigencias establecidas en el artículo 41 de la Ley N° 19.880, y además contener:  
 
a) Las consideraciones técnicas u otras en que se fundamenta la resolución;  
b) La consideración de las observaciones formuladas por la comunidad, si corresponde;  
c) La calificación ambiental del proyecto o actividad, aprobándolo o rechazándolo;  
d) En el caso de aprobación deberá señalar: 
d.1 Las normas a las cuales deberá ajustarse la ejecución del proyecto o actividad, en todas sus fases, incluidos los permisos 
ambientales sectoriales;  
d.2 Las condiciones o exigencias que deberán cumplirse para ejecutar el proyecto o actividad en todas sus fases y aquéllas bajo las 
cuales se otorgarán los permisos ambientales sectoriales que, de acuerdo con la legislación, deben emitir los órganos de la 
Administración del Estado;  
d.3 Las medidas de mitigación, compensación y reparación, cuando corresponda, en los casos de los Estudios de Impacto Ambiental. 
d.4 Las mediciones, análisis y demás datos que los titulares deberán proporcionar para el seguimiento y fiscalización del permanente 
cumplimiento de las normas, condiciones y medidas referidas;  
d.5 La gestión, acto o faena mínima del proyecto o actividad que dé cuenta del inicio de su ejecución, de modo sistemático y 
permanente;  
d.6 Las fichas a que se refieren el literal l) del artículo 44 o el literal m) del artículo 56, según corresponda.  
 
La Resolución de Calificación Ambiental podrá eximirse de lo señalado en la letra a), cuando la Comisión de Evaluación o el Director 
Ejecutivo, según sea el caso, apruebe íntegramente lo señalado en el Informe Consolidado de Evaluación al cual se refieren los 
artículos 44 y 56 según corresponda, y así se exprese en dicha resolución, el que será parte integrante de la resolución, para todos 
los efectos.  
 
Lo indicado en el presente artículo no obsta a las obligaciones de información que correspondan al Servicio en conformidad a las 
instrucciones de carácter general que dicte la Superintendencia, sobre la forma y modo de su remisión de acuerdo al artículo 32 de 
la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente.  
 
Tratándose de un proyecto o actividad del sector público, la resolución será obligatoria y deberá ser ponderada en la correspondiente 
evaluación socioeconómica de dicho proyecto o actividad que deberá efectuar el Ministerio de Desarrollo Social. Para estos efectos, 
se comunicará la resolución a dicho Ministerio. 
 
Artículo 61.- Notificación de la Resolución de Calificación Ambiental.  
 



La Resolución de Calificación Ambiental será notificada al titular del proyecto o actividad y a las personas que hubieren presentado 
observaciones al respectivo Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, en caso que procediere. Asimismo, deberá ser comunicada 
a la Superintendencia del Medio Ambiente y a todos los órganos de la Administración del Estado que hayan participado en la 
evaluación, y será registrada en conformidad a lo dispuesto en el respectivo Reglamento.  
 
En el caso de proyectos o actividades respecto de los cuales se haya desarrollado un proceso de consulta en conformidad a lo 
dispuesto en los artículos 85 y 92 del presente Reglamento, el Servicio se reunirá con los grupos humanos pertenecientes a pueblos 
indígenas que hubieren participado en dicho proceso con el objeto de informar los alcances de la Resolución de Calificación 
Ambiental, indicándoles expresamente cómo sus observaciones han sido consideradas e influido en el proceso de evaluación 
ambiental, además de la expresión de los recursos que contra la misma procedan, órgano administrativo o judicial ante el que 
hubieran de presentarse y plazo para interponerlos. Para realizar dicha actividad, el Servicio podrá solicitar la colaboración de los 
órganos de la administración del Estado con competencia ambiental o con competencia en materia de desarrollo comunitario, social 
o indígena y/o de participación ciudadana. 
 
(…). 
 
Artículo 68.- Declaraciones de Impacto Ambiental sujetas a Evaluación y Certificación de Conformidad. Los titulares, al presentar 
una Declaración de Impacto Ambiental, podrán incluir, a su costo, el compromiso de someterse a un proceso de evaluación y 
certificación de conformidad, respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable, incluidos los permisos ambientales 
sectoriales, y de las condiciones sobre las cuales se califique favorablemente el proyecto o actividad. En este caso, dicha Declaración 
deberá ser calificada en un plazo máximo de treinta días, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 18 bis de la Ley.  
 
La presentación de la Declaración deberá cumplir con los requisitos indicados en el Título III y en los artículos 28 y 29 del presente 
Reglamento, en lo que sean aplicables y deberá contemplar en forma expresa el compromiso indicado en el inciso precedente. El 
incumplimiento de lo señalado en el inciso anterior generará la inadmisibilidad de la Declaración, de conformidad a lo establecido en 
el artículo 31 del presente Reglamento.  
 
Los órganos de la Administración del Estado con competencia ambiental que participen en la evaluación de la Declaración dispondrán 
de un plazo máximo de diez días, contados desde la admisión a trámite, para informar si el proyecto o actividad genera o presenta 
alguno de los efectos, características o circunstancias señaladas en el artículo 11 de la Ley. Idéntico plazo tendrán las autoridades 
señaladas en los artículos 33 y 34 de este Reglamento, para la emisión de sus pronunciamientos.  
 
En el caso que algún órgano de la Administración del Estado competente considere que la Declaración carece de información 
relevante o esencial para su evaluación, o que el proyecto o actividad requiere de un Estudio de Impacto Ambiental, así deberá 
señalarlo tan pronto le sea requerido el informe, indicando fundadamente, y en términos inequívocos y precisos, la falta de información 
de que adolece la presentación y su carácter relevante o esencial para la evaluación, o bien, los hechos que dan cuenta de la 
presencia o generación de alguno o algunos de los efectos, características y circunstancias del artículo 11 de la Ley. 
 
Una vez que se hayan evacuado los informes, o transcurrido los plazos indicados, se elaborará un Informe Consolidado de Evaluación 
de la Declaración de Impacto Ambiental, el que deberá contener:  



 
a) Los antecedentes generales del proyecto o actividad, incluyendo la fecha estimada e indicación de la parte, obra u acción que 
establezca el inicio de cada una de sus fases, así como la gestión, acto o faena mínima del proyecto o actividad, que dé cuenta del 
inicio de su ejecución, de modo sistemático y permanente a objeto de verificar la caducidad de la Resolución de Calificación 
Ambiental. Asimismo, se deberá indicar si corresponde a una modificación de un proyecto o actividad existente, señalando las partes 
de las Resoluciones de Calificación Ambiental que se modifican con el proyecto o actividad en evaluación;  
b) Una síntesis cronológica de la evaluación de impacto ambiental efectuada a esa fecha, la referencia a los informes de los órganos 
con competencia ambiental que participen en la evaluación de impacto ambiental del proyecto o actividad de que se trate;  
c) La referencia a los informes de los Gobiernos Regionales, Municipalidades, Autoridad Marítima competente en lo referido a lo 
indicado en los artículos 33 y 34 del presente Reglamento, así como a las actas del Comité Técnico;  
d) Los aspectos relevantes de la descripción de proyecto para la determinación y cuantificación de los impactos sobre el medio 
ambiente. Entre estos aspectos se encuentra la ubicación del proyecto o actividad y, en caso de corresponder, de sus partes, obras 
o acciones, la extracción, explotación o utilización de recursos naturales renovables por parte del proyecto o actividad para satisfacer 
sus necesidades, sus emisiones y efluentes; la cantidad y manejo de residuos, productos químicos y otras sustancias que puedan 
afectar el medio ambiente; así como otros elementos que, justificadamente, puedan generar impactos ambientales;  
e) Los impactos ambientales, agrupados en impactos sobre suelo, agua, aire, biota y el resto de los impactos.  
f) Los antecedentes que justifiquen que el proyecto o actividad no requiere de la presentación de un Estudio de Impacto Ambiental, 
de acuerdo a lo dispuesto en la Ley y en el presente Reglamento;  
g) La forma de cumplimiento de la normativa de carácter ambiental;  
h) Los permisos contenidos en el Título VII de este Reglamento que aplican al proyecto o actividad, precisando la parte, obra o 
acción, así como las condiciones o exigencias específicas requeridas para el otorgamiento de cada uno de ellos;   
i) Los compromisos ambientales voluntarios, condiciones o exigencias;  
j) Los indicadores de cumplimiento de la certificación de conformidad, precisando la fase del proyecto o actividad a la que 
corresponden;  
k) La frecuencia o periodicidad con que el proyecto o actividad deberá someterse a un proceso de evaluación y certificación de 
conformidad;  
l) La sistematización y evaluación técnica de las observaciones que hubiere formulado la comunidad y los antecedentes que digan 
relación con la implementación de los mecanismos que permitieron asegurar su participación informada, si corresponde;  
m) Los pronunciamientos ambientales fundados de los órganos de la Administración del Estado que participaron en la evaluación;  
n) La recomendación fundada de aprobación o rechazo del proyecto o actividad, con indicación expresa de los aspectos normados 
aplicables al mismo.  
 
El Informe Consolidado de Evaluación deberá estar disponible en el sitio web del Servicio, con a lo menos cinco días de anticipación 
a la sesión de la Comisión de Evaluación en la cual se calificará el proyecto o actividad o a la dictación de la Resolución de Calificación 
Ambiental, en caso que sea competente el Director Ejecutivo del Servicio. Serán aplicables a este tipo de Declaraciones las normas 
del Título V, en lo que fuera pertinente.  
 
Artículo 69.- Declaraciones de empresas de menor tamaño dentro de un área regulada por instrumento de planificación territorial 
que no generan cargas ambientales.  
 



Si el titular del proyecto o actividad es una empresa que la Ley 20.416 califica como de menor tamaño y debe presentar una 
Declaración de Impacto Ambiental, podrá comprometer, a su costo, someterse a un proceso de evaluación y certificación de 
conformidad respecto del cumplimiento de la normativa ambiental aplicable al proyecto o actividad, de acuerdo a lo señalado en el 
artículo 18 ter de la Ley.  
 
Para los efectos de este Reglamento, se entenderán que tienen la calidad de empresas de menor tamaño, aquellas que se encuentran 
en dicha condición de conformidad a lo señalado en el artículo segundo de la Ley Nº 20.416 y así lo acrediten en su presentación.  
 
Dentro del plazo de diez días contados desde la presentación de la Declaración, la Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo, 
en su caso, procederá a verificar que la presentación cumple con los requisitos indicados en el inciso segundo del artículo anterior; 
que el titular corresponde a una empresa que la Ley N° 20.416 califica como de menor tamaño y si el proyecto o actividad genera o 
presenta alguno de los efectos, características o circunstancias indicados en el artículo 11 de la Ley. En caso que la presentación no 
cumpla con alguno de los requisitos formales, no será admitida a trámite; si el proyecto o actividad requiere la presentación de un 
Estudio de Impacto Ambiental, se aplicará lo dispuesto en el artículo 48 de este Reglamento.  
 
Verificado lo anterior, en caso que el proyecto o actividad sometida a evaluación se encuentre localizado en un área regulada por 
instrumentos de planificación territorial vigentes, concordante con el uso de suelo determinado en él, y no genere cargas ambientales, 
se procederá al registro de la Declaración.  
 
El registro consistirá en la anotación del proyecto o actividad, en el que debe constar el lugar del emplazamiento, la caracterización 
de la actividad, tiempo de ejecución de las obras y el proyecto, indicadores de cumplimiento de la certificación de conformidad y 
compromisos asumidos por el proponente con la comunidad.  
 
Realizado el registro, una copia de la Declaración será visada por el Servicio y hará las veces de Resolución de Calificación Ambiental 
para todos los efectos legales.  
 
Asimismo, se notificará el registro a los órganos de la Administración del Estado con competencia ambiental, y a la Superintendencia 
y se comunicará a la ciudadanía, a través del sitio electrónico del Servicio. Realizado lo anterior deberá procederse de conformidad 
a lo señalado en los incisos segundo y tercero del artículo 24 de la Ley, según corresponda.  
 
Lo anterior no obsta al registro público administrado por la Superintendencia, contemplado en el artículo 25 quáter de la Ley.  
 
En caso que el proyecto o actividad sea de aquellos que generen cargas ambientales, deberá someterse al procedimiento señalado 
en el artículo 68 de este Reglamento. 
 
Artículo 70.- Declaraciones de empresas de menor tamaño fuera de un área regulada por un instrumento de planificación territorial 
y que no generan cargas ambientales.    
 
En caso que el proyecto o actividad cuya Declaración de Impacto Ambiental hubiese sido presentada por una empresa de menor 
tamaño, incluyendo el compromiso de someterse a un proceso de evaluación y certificación de conformidad, de acuerdo al artículo 



18 ter de la Ley, y se encuentre localizado en un área no regulada por instrumentos de planificación territorial vigentes y que no 
generan cargas ambientales, la Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo, según corresponda, abrirá un proceso de 
participación ciudadana en el cual citará a una audiencia especial.  
 
Para dichos efectos, una vez verificado que el proyecto o actividad cumple con lo establecido en el inciso tercero del artículo anterior, 
se citará a una audiencia especial a lo menos a tres organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica vigente, si las hubiera, 
cuyo domicilio legal se encuentre en aquellas comunas en que el proyecto o actividad se emplazará.  
 
Dicha audiencia deberá efectuarse dentro de diez días contados desde la dictación de la resolución que decreta el período de 
participación ciudadana, debiendo levantarse un acta por un ministro de fe, en donde consten los compromisos que se hayan 
adquirido con la comunidad, si existieren.   
 
Finalizada dicha etapa, habiéndose o no efectuado la audiencia, se procederá al registro de la Declaración de Impacto Ambiental, en 
la forma indicada en el artículo anterior. En dicho registro se incluirán los compromisos asumidos por el proponente con la comunidad, 
si los hubiere. La visación de la Declaración, en tanto, incluirá una copia del acta de la audiencia que se hubiere efectuado. 
 
Párrafo 7º De la ejecución de la Resolución de Calificación Ambiental.  
 
Artículo 71.- Cumplimiento de la Resolución de Calificación Ambiental. El titular del proyecto o actividad, durante todas las fases del 
mismo, deberá someterse estrictamente al contenido de la Resolución de Calificación Ambiental respectiva.  
 
Artículo 72.- Obligaciones de las Direcciones de Obras Municipales. Las Direcciones de Obras Municipales no podrán otorgar la 
recepción definitiva si los proyectos o actividades a los que se refiere el artículo 3 del presente Reglamento no acreditan haber 
obtenido una Resolución de Calificación Ambiental favorable.  
 
Artículo 73.- Caducidad de la Resolución de Calificación Ambiental. La resolución que califique favorablemente un proyecto o 
actividad caducará cuando hubieren transcurrido más de cinco años sin que se haya iniciado la ejecución del proyecto o actividad 
autorizada, contados desde su notificación. Corresponderá a la Superintendencia constatar lo anterior y requerir al Servicio que 
declare dicha caducidad. Se entenderá que se ha dado inicio a la ejecución del proyecto o actividad, cuando se realice la ejecución 
de gestiones, actos u obras, de modo sistemático, ininterrumpido y permanente destinado al desarrollo de la etapa de construcción 
del proyecto o actividad. En caso que la Resolución de Calificación Ambiental se pronuncie exclusivamente sobre la fase de cierre 
de un proyecto o actividad, se entenderá que se ha dado inicio a su ejecución cuando haya comenzado la ejecución del proyecto o 
actividad de cierre. El titular deberá informar a la Superintendencia la realización de la gestión, acto o faena mínima que dé cuenta 
del inicio de la ejecución de obras. 
(…). 
 

 
Colombia Ley 99 de 1993 

(Diciembre 22) 
Artículo 58. Procedimiento para el otorgamiento de licencias ambientales. El interesado en el otorgamiento de una licencia ambiental 
presentará ante la autoridad ambiental competente una solicitud que deberá ser acompañada del correspondiente estudio de impacto 
ambiental para su evaluación.   



Por la cual se crea el 
Ministerio del Medio 

Ambiente, se 
reordena el Sector 

Público encargado de 
la gestión y 

conservación del 
medio ambiente y los 

recursos naturales 
renovables, se 

organiza el Sistema 
Nacional Ambiental, 

SINA, y se dictan 
otras disposiciones 

   
A partir de la fecha de radicación de la solicitud con el lleno de los requisitos exigidos, la autoridad ambiental competente procederá 
de manera inmediata a expedir el acto administrativo que dé inicio al trámite de licencia ambiental.   
   
Expedido el acto administrativo de inicio trámite y dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes, la autoridad ambiental competente 
evaluará que el estudio ambiental presentado se ajuste a los requisitos mínimos contenidos en el Manual de Evaluación de Estudios 
Ambientales y realizará visita a los proyectos, cuando la naturaleza de los mismos lo requieran.   
   
Cuando no se requiera visita a los proyectos y agotado el término indicado en el inciso precedente, la autoridad ambiental competente 
dispondrá de diez (10) días hábiles para convocar mediante oficio una reunión con el fin de solicitar por una única vez la información 
adicional que se considere pertinente.   
   
Las decisiones tomadas en la reunión de información adicional serán notificadas en la misma, contra estas procederá el recurso de 
reposición que se resolverá de plano en dicha reunión, de todo lo cual se dejará constancia en el acta respectiva.   
   
Una vez en firme la decisión sobre información adicional, el interesado contará con el término de un (1) mes para allegar la 
información requerida. Allegada la información por parte del interesado, la autoridad ambiental competente dispondrá de diez (10) 
días hábiles adicionales para solicitar a otras entidades o autoridades los conceptos técnicos o informaciones que estime pertinentes 
para resolver la solicitud, y estos deberán ser remitidos por las entidades o autoridades requeridas en un plazo no mayor a veinte 
(20) días hábiles.   
    
Vencido el término anterior la autoridad ambiental contará con treinta (30) días hábiles para expedir el acto administrativo que declare 
reunida toda la información requerida, así como para expedir la resolución que otorgue o niega la licencia ambiental. Tal decisión 
deberá ser notificada de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011, o aquella que la modifique o sustituya, y publicada 
en el boletín de la autoridad ambiental en los términos del artículo 71 de la Ley 99 de 1993.   
 
ARTICULO 59. De la Licencia Ambiental Única. A solicitud del peticionario, la autoridad ambiental competente incluirá en la Licencia 
Ambiental, los permisos, concesiones y autorizaciones necesarias para adelantar la obra o actividad.  
   
En los casos en que el Ministerio del Medio Ambiente sea competente para otorgar la Licencia Ambiental, los permisos, concesiones 
y autorizaciones relacionados con la obra o actividad para cuya ejecución se pide la licencia, serán otorgados por el Ministerio del 
Medio Ambiente, teniendo en cuenta la información técnica suministrada por las Corporaciones Autónomas Regionales, las entidades 
territoriales correspondientes y demás entidades del Sistema Nacional del Ambiente.  
   
 
ARTICULO 60. En la explotación minera a cielo abierto se exigirá, la restauración o la sustitución morfológica y ambiental de todo el 
suelo intervenido con la explotación, por cuenta del concesionario o beneficiario del título minero, quien la garantizará con una póliza 
de cumplimiento o con garantía bancaria. El Gobierno reglamentará el procedimiento para extender la póliza de cumplimiento o la 
garantía bancaria.  
   



 
ARTICULO 61. Declárase la Sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, valles aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos 
como de interés ecológico nacional, cuya destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal.  
   
El Ministerio del Medio Ambiente determinará las zonas en las cuales exista compatibilidad con las explotaciones mineras, con base 
en esta determinación, la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca (CAR), otorgará o negará las correspondientes licencias 
ambientales.  
   
Los municipios y el Distrito Capital, expedirán la reglamentación de los usos del suelo, teniendo en cuenta las disposiciones de que 
trata este artículo y las que a nivel nacional expida el Ministerio del Medio Ambiente.  
(…). 
 
ARTÍCULO 66. COMPETENCIAS DE GRANDES CENTROS URBANOS. Los municipios, distritos o áreas metropolitanas cuya 
población urbana fuere igual o superior a un millón de habitantes (1.000.000) ejercerán dentro del perímetro urbano las mismas 
funciones atribuidas a las Corporaciones Autónomas Regionales, en lo que fuere aplicable al medio ambiente urbano. Además de 
las licencias ambientales, concesiones, permisos y autorizaciones que les corresponda otorgar para el ejercicio de actividades o la 
ejecución de obras dentro del territorio de su jurisdicción, las autoridades municipales, distritales o metropolitanas tendrán la 
responsabilidad de efectuar el control de vertimientos y emisiones contaminantes, disposición de desechos sólidos y de residuos 
tóxicos y peligrosos, dictar las medidas de corrección o mitigación de daños ambientales y adelantar proyectos de saneamiento y 
descontaminación. 
 
Los municipios distritos o áreas metropolitanas de que trata el presente artículo asumirán ante las Corporaciones Autónomas 
Regionales la obligación de trasferir el 50% del recaudo de las tasas retributivas o compensatorias causadas dentro del perímetro 
urbano y de servicios, por el vertimiento de afluentes contaminantes conducidos por la red de servicios públicos y arrojados fuera de 
dicho perímetro, según el grado de materias contaminantes no eliminadas con que se haga el vertimiento. 
 

Decreto 1076 de 
2015  

Sector Ambiente y 
Desarrollo Sostenible 

CAPÍTULO 3. 
LICENCIAS AMBIENTALES 
 
SECCIÓN 1. 
DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTÍCULO 2.2.2.3.1.1. Definiciones. Para la correcta interpretación de las normas contenidas en el presente decreto, se adoptan 
las siguientes definiciones: 
 
Energías alternativas virtualmente contaminantes. Entiéndase por energías alternativas virtualmente contaminantes las Fuentes No 
Convencionales de Energía Renovable (FNCER), de acuerdo con lo establecido por el numeral 17 del artículo 5 de la Ley 1715 de 
2014 o las normas que lo modifiquen, sustituyan o adicionen. Lo anterior, sin perjuicio de lo establecido en relación con el trámite de 
licencia ambiental para los pequeños aprovechamientos hidroeléctricos, en los términos que establece este decreto. 
 



Alcance de los proyectos, obras o actividades: Un proyecto, obra o actividad incluye la planeación, emplazamiento, instalación, 
construcción, montaje, operación, mantenimiento, desmantelamiento, abandono y/o terminación de todas las acciones, usos del 
espacio, actividades e infraestructura relacionados y asociados con su desarrollo. 
 
Área de influencia: Área en la cual se manifiestan de manera objetiva y en lo posible cuantificable, los impactos ambientales 
significativos ocasionados por la ejecución de un proyecto, obra o actividad, sobre los medios abiótico, biótico y socioeconómico, en 
cada uno de los componentes de dichos medios. Debido a que las áreas de los impactos pueden variar dependiendo del componente 
que se analice, el área de influencia podrá corresponder a varios polígonos distintos que se entrecrucen entre sí. 
 
Explotación minera: En lo que respecta a la definición de explotación minera se acogerá lo dispuesto en la Ley 685 de 2001, o la que 
la modifique, sustituya o derogue. 
 
Impacto ambiental: Cualquier alteración en el medio ambiental biótico, abiótico y socioeconómico, que sea adverso o beneficioso, 
total o parcial, que pueda ser atribuido al desarrollo de un proyecto, obra o actividad. 
 
Medidas de compensación: Son las acciones dirigidas a resarcir y retribuir a las comunidades, las regiones, localidades y al entorno 
natural por los impactos o efectos negativos generados por un proyecto, obra o actividad, que no puedan ser evitados, corregidos o 
mitigados. 
 
Medidas de corrección: Son las acciones dirigidas a recuperar, restaurar o reparar las condiciones del medio ambiente afectado por 
el proyecto, obra o actividad. 
 
Medidas de mitigación: Son las acciones dirigidas a minimizar los impactos y efectos negativos de un proyecto, obra o actividad 
sobre el medio ambiente. 
 
Medidas de prevención: Son las acciones encaminadas a evitar los impactos y efectos negativos que pueda generar un proyecto, 
obra o actividad sobre el medio ambiente. 
 
Puertos marítimos de gran calado: Son aquellos terminales marítimos, en los que su conjunto de elementos físicos y las obras de 
canales de acceso cuya capacidad para movilizar carga es igual o superior a un millón quinientas mil (1.500.000) toneladas/año y en 
los cuales pueden atracar embarcaciones con un calado igual o superior a veintisiete (27) pies. 
 
Plan de manejo ambiental: Es el conjunto detallado de medidas y actividades que, producto de una evaluación ambiental, están 
orientadas a prevenir, mitigar, corregir o compensar los impactos y efectos ambientales debidamente identificados, que se causen 
por el desarrollo de un proyecto, obra o actividad. Incluye los planes de seguimiento, monitoreo, contingencia, y abandono según la 
naturaleza del proyecto, obra o actividad. 
 
El plan de manejo ambiental podrá hacer parte del estudio de impacto ambiental o como instrumento de manejo y control para 
proyectos obras o actividades que se encuentran amparados por un régimen de transición. 
 



ARTÍCULO 2.2.2.3.1.2. Autoridades ambientales competentes. Son autoridades competentes para otorgar o negar licencia 
ambiental, conforme a la ley y al presente decreto, las siguientes: 
 
1. La Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA). 
2. Las Corporaciones Autónomas Regionales y las de Desarrollo Sostenible. 
Las Corporaciones Autónomas Regionales y las de Desarrollo Sostenible podrán delegar el ejercicio de esta competencia en las 
entidades territoriales, para lo cual deberán tener en cuenta especialmente la capacidad técnica, económica, administrativa y 
operativa de tales entidades para ejercer las funciones delegadas. 
3. Los municipios, distritos y áreas metropolitanas cuya población urbana sea superior a un millón (1.000.000) de habitantes dentro 
de su perímetro urbano en los términos del artículo 66 de la Ley 99 de 1993. 
4. Las autoridades ambientales creadas mediante la Ley 768 de 2002. 
 
ARTÍCULO 2.2.2.3.1.3. Concepto y alcance de la licencia ambiental. La licencia ambiental, es la autorización que otorga la autoridad 
ambiental competente para la ejecución de un proyecto, obra o actividad, que de acuerdo con la ley y los reglamentos, pueda producir 
deterioro grave a los recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones considerables o notorias al 
paisaje; la cual sujeta al beneficiario de esta, al cumplimiento de los requisitos, términos, condiciones y obligaciones que la misma 
establezca en relación con la prevención, mitigación, corrección, compensación y manejo de los efectos ambientales del proyecto, 
obra o actividad autorizada. 
 
La licencia ambiental llevará implícitos todos los permisos, autorizaciones y/o concesiones para el uso, aprovechamiento y/o 
afectación de los recursos naturales renovables, que sean necesarios por el tiempo de vida útil del proyecto, obra o actividad. 
El uso aprovechamiento y/o afectación de los recursos naturales renovables, deberán ser claramente identificados en el respectivo 
estudio de impacto ambiental. 
 
La licencia ambiental deberá obtenerse previamente a la iniciación del proyecto, obra o actividad. Ningún proyecto, obra o actividad 
requerirá más de una licencia ambiental. 
 
PARÁGRAFO . Las Corporaciones Autónomas Regionales y demás autoridades ambientales no podrán otorgar permisos, 
concesiones o autorizaciones ambientales, cuando estos formen parte de un proyecto cuya licencia ambiental sea de competencia 
privativa de la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA). 
 
ARTÍCULO 2.2.2.3.1.4. Licencia ambiental global. Para el desarrollo de obras y actividades relacionadas con los proyectos de 
explotación minera y de hidrocarburos, la autoridad ambiental competente otorgará una licencia ambiental global, que abarque toda 
el área de explotación que se solicite. 
 
En este caso, para el desarrollo de cada una de las actividades y obras definidas en la etapa de hidrocarburos será necesario 
presentar un plan de manejo ambiental, conforme a los términos, condiciones y obligaciones establecidas en la licencia ambiental 
global. 
 



Dicho plan de manejo ambiental no estará sujeto a evaluación previa por parte de la autoridad ambiental competente; por lo que una 
vez presentado, el interesado podrá iniciar la ejecución de las obras y actividades, que serán objeto de control y seguimiento 
ambiental. 
 
La licencia ambiental global para la explotación minera, comprenderá la construcción, montaje, explotación, beneficio y transporte 
interno de los correspondientes minerales o materiales. 
 
ARTÍCULO 2.2.2.3.1.5. La licencia ambiental frente a otras licencias. La obtención de la licencia ambiental, es condición previa para 
el ejercicio de los derechos que surjan de los permisos, autorizaciones, concesiones, contratos y licencias que expidan otras 
autoridades diferentes a las ambientales. 
 
La licencia ambiental es prerrequisito para el otorgamiento de concesiones portuarias, de conformidad con lo dispuesto en el 
parágrafo 1 del artículo 52 de la Ley 99 de 1993 
 
Así mismo, la modificación de la licencia ambiental, es condición previa para el ejercicio de los derechos derivados de modificaciones 
de permisos, autorizaciones, concesiones, contratos, títulos y licencias expedidos por otras autoridades diferentes de las ambientales 
siempre y cuando estos cambios varíen los términos, condiciones u obligaciones contenidos en la licencia ambiental. 
 
ARTÍCULO 2.2.2.3.1.6. Término de la licencia ambiental. La licencia ambiental se otorgará por la vida útil del proyecto, obra o 
actividad y cobijará las fases de construcción, montaje, operación, mantenimiento, desmantelamiento, restauración final, abandono 
y/o terminación. 
 
SECCIÓN 2 
COMPETENCIA Y EXIGIBILIDAD DE LA LICENCIA AMBIENTAL 
 
ARTÍCULO 2.2.2.3.2.1. Proyectos, obras y actividades sujetos a licencia ambiental. Estarán sujetos a licencia ambiental únicamente 
los proyectos, obras y actividades que se enumeran en los artículos 2.2.2.3.2.2 y 2.2.2.3.2.3 del presente decreto. 
Las autoridades ambientales no podrán establecer o imponer planes de manejo ambiental para proyectos diferentes a los 
establecidos en el presente decreto o como resultado de la aplicación del régimen de transición. 
 
ARTÍCULO 2.2.2.3.2.2. Competencia de la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA). La Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales -ANLA- otorgará o negará de manera privativa la licencia ambiental para los siguientes proyectos, obras o actividades: 
 
1. En el sector hidrocarburos: 
a) Las actividades de exploración sísmica que requieran la construcción de vías para el tránsito vehicular y las actividades de 
exploración sísmica en las áreas marinas del territorio nacional cuando se realicen en profundidades inferiores a 200 metros; 
b) Los proyectos de perforación exploratoria por fuera de campos de producción de hidrocarburos existentes, de acuerdo con el área 
de interés que declare el peticionario; 



e) La explotación de hidrocarburos que incluye, la perforación de los pozos de cualquier tipo, la construcción de instalaciones propias 
de la actividad, las obras complementarias incluidas el transporte interno de fluidos del campo por ductos, el almacenamiento interno, 
vías internas y demás infraestructuras asociada y conexa; 
d) El transporte y conducción de hidrocarburos líquidos y gaseosos que se desarrollen por fuera de los campos de explotación que 
impliquen la construcción y montaje de infraestructura de líneas de conducción con diámetros iguales o superiores a seis (6) pulgadas 
(15.24 centímetros). incluyendo estaciones de bombeo y/o reducción de presión y la correspondiente infraestructura de 
almacenamiento y control de flujo; salvo aquellas actividades relacionadas con la distribución de gas natural de uso domiciliario, 
comercial o industrial; 
e) Los terminales de entrega y estaciones de transferencia de hidrocarburos, entendidos como la infraestructura de almacenamiento 
asociada al transporte de hidrocarburos y sus productos y derivados por ductos; 
f) La construcción y operación de refinerías y los desarrollos petroquímicos que formen parte de un complejo de refinación; 
 
2. En el sector minero: 
La explotación minera de: 
a) Carbón: Cuando la explotación proyectada sea mayor o igual a ochocientos mil (800.000) toneladas/año; 
b) Materiales de construcción y arcillas o minerales industriales no metálicos: Cuando la producción proyectada sea mayor o igual a 
seiscientos mil (600.000} toneladas/año para las arcillas o mayor o igual a doscientos cincuenta mil (250.000) metros cúbicos/año 
para otros materiales de construcción o para minerales industriales no metálicos; 
c) Minerales metálicos y piedras preciosas y semipreciosas: Cuando la remoción total de material útil y estéril proyectada sea mayor 
o igual a dos millones (2.000.000) de toneladas/año; 
d) Otros minerales y materiales: Cuando la explotación de mineral proyectada sea mayor o igual a un millón (1.000.000) 
toneladas/año. 
 
3. La construcción de presas, represas o embalses, cualquiera sea su destinación con capacidad mayor de doscientos millones 
(200.000.000) de metros cúbicos de agua. 
 
4. En el sector eléctrico: 
  

1. La construcción y operación de centrales generadoras de energía eléctrica con capacidad instalada igual o superior a cien 
(100) MW; 

2. Los proyectos de exploración y uso para la generación de energía eléctrica de fuentes de energía alternativa virtualmente 
contaminantes con capacidad instalada igual o superior a cincuenta (50) MW. 

3. El tendido de las líneas de transmisión del Sistema de Transmisión Nacional (STN), compuesto por el conjunto de líneas 
con sus correspondientes subestaciones que se proyecte operen a tensiones iguales o superiores a doscientos veinte (220) KV; 
 
5. Los proyectos para la generación de energía nuclear. 
 
6. En el sector marítimo y portuario: 
a) La construcción o ampliación y operación de puertos marítimos de gran calado; 
b) Los dragados de profundización de los canales de acceso a puertos marítimos de gran calado; 



c) La estabilización de playas y de entradas costeras. 
 
7. La construcción y operación de aeropuertos internacionales y de nuevas pistas en los mismos. 
 
8. Ejecución de obras públicas: 
8.1. Proyectos de la red vial nacional referidos a: 
a) La construcción de carreteras, incluyendo puentes y demás infraestructura asociada a la misma; 
b) La construcción de segundas calzadas; salvo lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 2.2.2.5.1.1 del presente Decreto. 
c) La construcción de túneles con sus accesos. 
 
8.2 Ejecución de proyectos en la red fluvial nacional referidos a: 
a) La construcción y operación de puertos públicos; 
b) Rectificación de cauces, cierre de brazos, meandros y madreviejas; 
c) La construcción de espolones; 
d) Desviación de cauces en la red fluvial; 
e) Los dragados de profundización en canales navegables y en áreas de deltas; 
 
8.3. La construcción de vías férreas y/o variantes de la red férrea nacional tanto pública como privada; 
8.4. La construcción de obras marítimas duras (rompeolas, espolones, construcción de diques) y de regeneración de dunas y playas; 
 
9. La construcción y operación de distritos de riego y/o de drenaje con coberturas superiores a 20.000 hectáreas; 
 
10. Pesticidas: 
10.1. La producción de pesticidas; 
10.2. La importación de pesticidas en los siguientes casos: 
a) Plaguicidas para uso agrícola (ingrediente activo y/o producto formulado), con excepción de los plaguicidas de origen biológico 
elaborados con base en extractos de origen vegetal. La importación de plaguicidas químicos de uso agrícola se ajustará al 
procedimiento establecido en la Decisión Andina 436 de 1998, o la norma que la modifique, sustituya o derogue. 
b) Plaguicidas para uso veterinario (ingrediente activo y/o producto formulado), con excepción de los productos formulados de uso 
tópico para mascotas; los accesorios de uso externo tales como orejeras, collares, narigueras, entre otros. 
c) Plaguicidas para uso en salud pública (ingrediente activo y/o producto formulado). 
d) Plaguicidas para uso industrial (ingrediente activo y/o producto formulado). 
e) Plaguicidas de uso doméstico (ingrediente activo y/o producto formulado), con excepción de aquellos plaguicidas para uso 
doméstico en presentación o empaque individual. 
 
11. La importación y/o producción de aquellas sustancias, materiales o productos sujetos a controles por virtud de tratados, convenios 
y protocolos internacionales de carácter ambiental, salvo en aquellos casos en que dichas normas indiquen una autorización especial 
para el efecto. Tratándose de Organismos Vivos Modificados - OVM, para lo cual se aplicará en su evaluación y pronunciamiento 
únicamente el procedimiento establecido en la Ley 740 de 2002, y en sus decretos reglamentarios o las normas que la modifiquen, 
sustituyan o deroguen. 



 
12. Los proyectos que afecten las Áreas del Sistema de Parques Nacionales 
Naturales: 
 
a) Los proyectos, obras o actividades que afecten las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales por realizarse al interior 
de estas, en el marco de las actividades allí permitidas; 
b) Los proyectos, obras o actividades señalados en los artículos 2.2.2.3.2.2 y 2.2.2.3.2.3 del presente decreto, localizados en las 
zonas amortiguadoras del Sistema de Parques Nacionales Naturales previamente determinadas, siempre y cuando sean compatibles 
con el plan de manejo ambiental de dichas zonas. 
 
13. Los proyectos, obras o actividades de construcción de infraestructura o agroindustria que se pretendan realizar en las áreas 
protegidas públicas nacionales de que trata el presente decreto 0 distintas a las áreas de Parques Nacionales Naturales, siempre y 
cuando su ejecución sea compatible con los usos definidos para la categoría de manejo respectiva. 
 
Lo anterior no aplica a proyectos, obras o actividades de infraestructura relacionada con las unidades habitacionales y actividades 
de mantenimiento y rehabilitación en proyectos de infraestructura de transporte de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 de 
la Ley 1682 de 2013, salvo las actividades de mejoramiento de acuerdo con lo dispuesto el artículo 2.2.2.5.4.4.del presente Decreto. 
 
14. Los proyectos que adelanten las Corporaciones Autónomas Regionales a que hace referencia el inciso segundo del numeral 19 
del artículo 31 de la Ley 99 de 1993. 
15. Los proyectos que requieran trasvase de una cuenca a otra cuando al menos una de las dos presente un valor igual o superior a 
2 metros cúbicos/segundo durante los períodos de mínimo caudal. 
 
16. La introducción al país de parentales, especies, subespecies, razas, híbridos o variedades foráneas con fines de cultivo, levante, 
control biológico, reproducción y/o comercialización, para establecerse o implantarse en medios naturales o artificiales, que puedan 
afectar la estabilidad de los ecosistemas o de la vida silvestre. Así como el establecimiento de zoocriaderos que implique el manejo 
de especies listadas en los Apéndices de la Convención sobre el Comercio Internacional de especies Amenazadas de fauna y Flora 
Silvestre -CITES. 
 
La licencia ambiental contemplará la fase de investigación o experimental y la fase comercial. La fase de investigación involucra las 
etapas de obtención o importación del pie parental y la importación de material vegetal para la propagación, la instalación o 
construcción del zoocriadero o vivero y las actividades de investigación o experimentación del proyecto. Para autorizar la fase 
comercial se requerirá modificación de la licencia ambiental. 
 
PARÁGRAFO 1. Para los proyectos de hidrocarburos en donde el área de interés de explotación corresponda al área de interés de 
exploración previamente licenciada, el interesado podrá solicitar la modificación de la licencia de exploración para realizar las 
actividades de explotación. En este caso se aplicará lo dispuesto en el artículo 4 del presente decreto. 
 
PARÁGRAFO 2. En lo que respecta al numeral 12 del presente-artículo previamente a la decisión sobre la licencia ambiental, el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible contará con el concepto de la Parques Nacionales Naturales de Colombia. 



Los senderos de interpretación, los utilizados para investigación y para ejercer acciones de control y vigilancia, así como los 
proyectos, obras o actividades adelantadas para cumplir las funciones de administración de las áreas protegidas que estén previstas 
en el plan de manejo correspondiente, no requerirán licencia ambiental. 
 
PARÁGRAFO 3. Los zoocriaderos de especies foráneas a los que se refiere el numeral 16 del presente artículo, no podrán adelantar 
actividades comerciales con individuos introducidos, ni con su producción, en ninguno de sus estadios biológicos, a menos que la 
ANLA los haya autorizado como predios proveedores y solamente cuando dichos especímenes se destinen a establecimientos 
legalmente autorizados para su manejo en ciclo cerrado. 
 
PARÁGRAFO 4. No se podrá autorizar la introducción al país de parentales de especies, subespecies, razas o variedades foráneas 
que hayan sido declaradas como invasoras o potencialmente invasoras por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, con el 
soporte técnico y científico de los Institutos de Investigación Científica vinculados al Ministerio. 
 
PARÁGRAFO 5. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible podrá señalar mediante resolución motivada las especies 
foráneas, que hayan sido introducidas irregularmente al país y puedan ser objeto de actividades de cría en ciclo cerrado. Lo anterior 
sin perjuicio de la imposición de las medidas preventivas y sancionatorias a que haya lugar. 
 
ARTÍCULO 2.2.2.3.2.3. Competencia de las Corporaciones Autónomas Regionales. Las Corporaciones Autónomas Regionales, las 
de Desarrollo Sostenible, los Grandes Centros Urbanos y las autoridades ambientales creadas mediante la Ley 768 de 2002, 
otorgarán o negarán la licencia ambiental para los siguientes proyectos, obras o actividades, que se ejecuten en el área de su 
jurisdicción. 
 
1. En el sector minero 
La explotación minera de: 
a) Carbón: Cuando la explotación proyectada sea menor a ochocientas mil 
(800.000) toneladas/año; 
b) Materiales de construcción y arcillas o minerales industriales no metálicos: Cuando la producción proyectada de mineral sea menor 
a seiscientas mil (600.000) toneladas/año para arcillas o menor a doscientos cincuenta mil (250.000) metros cúbicos/año para otros 
materiales de construcción o para minerales industriales no metálicos; 
c) Minerales metálicos, piedras preciosas y semipreciosas: Cuando la remoción total de material útil y estéril proyectada sea menor 
a dos millones (2.000.000) de toneladas/año; 
d) Otros minerales y materiales: Cuando la explotación de mineral proyectada sea menor a un millón (1.000.000) toneladas/año. 
 
2. Siderúrgicas, cementeras y plantas concreteras fijas cuya producción de concreto sea superior a diez mil (10.000) metros 
cúbicos/mes. 
 
3. La construcción de presas, represas o embalses con capacidad igual o inferior a doscientos millones (200.000.000) de metros 
cúbicos de agua. 
 
4. En el sector eléctrico: 



  
1. La construcción y operación de centrales generadoras con una capacidad mayor o igual a diez (10) y menor de cien (100) 

MW, diferentes a las centrales generadoras de energía a partir del recurso hídrico. 
2. El tendido de líneas del Sistema de Transmisión Regional conformado por el conjunto de líneas con sus módulos de conexión 

y/o subestaciones, que operan a tensiones entre cincuenta (50) KV y menores de doscientos veinte (220) KV; 
3. La construcción y operación de centrales generadoras de energía a partir del recurso hídrico con una capacidad menor a 

cien (100) MW; exceptuando las pequeñas hidroeléctricas destinadas a operar en Zonas No Interconectadas (ZNI) y cuya 
capacidad sea igual o menor a diez (10) MW; 

4. Los proyectos de generación o exploración y uso de fuentes de energía virtualmente contaminantes con capacidad instalada 
igual o mayor a diez 10 MW y menor de cincuenta (50) MW. 
 
5. En el sector marítimo y portuario: 
a) La construcción, ampliación y operación de puertos marítimos que no sean de gran calado; 
b) Los dragados de profundización de los canales de acceso a los puertos que no sean considerados como de gran calado; 
c) La ejecución de obras privadas relacionadas con la construcción de obras duras (rompeolas, espolones, construcción de diques) 
y de regeneración de dunas y playas. 
 
6. La construcción y operación de aeropuertos del nivel nacional y de nuevas pistas en los mismos. 
 
7. Proyectos en la red vial secundaria y terciaria: 
a) La construcción de carreteras, incluyendo puentes y demás infraestructura asociada a la misma; 
b) La construcción de segundas calzadas; salvo lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo del artículo 2.2.2.5.1.1. del presente 
Decreto. 
c) La construcción de túneles con sus accesos. 
 
8. Ejecución de obras de carácter privado en la red fluvial nacional: 
a) La construcción y operación de puertos; 
b) Rectificación de cauces, cierre de brazos, meandros y madreviejas; 
c) La construcción de espolones; 
d) Desviación de cauces en la red fluvial; 
e) Los dragados de profundización en canales y en áreas de deltas. 
 
9. La construcción de vías férreas de carácter regional y/o variantes de estas tanto públicas como privadas. 
 
10. La construcción y operación de instalaciones cuyo objeto sea el almacenamiento, tratamiento, aprovechamiento, recuperación 
y/o disposición final de residuos o desechos peligrosos, y la construcción y operación de rellenos de seguridad para residuos 
hospitalarios en los casos en que la normatividad sobre la materia lo permita. 
 



11. La construcción y operación de instalaciones cuyo objeto sea el almacenamiento, tratamiento, aprovechamiento 
(recuperación/reciclado) y/o disposición final de Residuos de Aparatos Eléctricos y Electrónicos (RAEE) y de residuos de pilas y/o 
acumuladores. 
Las actividades de reparación y reacondicionamiento de aparatos eléctricos y electrónicos usados no requieren de licencia ambiental. 
 
12. La construcción y operación de plantas cuyo objeto sea el aprovechamiento y valorización de residuos sólidos orgánicos 
biodegradables mayores o iguales a veinte mil (20.000) toneladas/año. 
 
13. La construcción y operación de rellenos sanitarios; no obstante la operación únicamente podrá ser adelantada por las personas 
señaladas en el artículo15 de la Ley 142 de 1994. 
 
14. La construcción y operación de sistemas de tratamiento de aguas residuales que sirvan a poblaciones iguales o superiores a 
doscientos mil (200.000) habitantes. 
 
15. La industria manufacturera para la fabricación de: 
a) Sustancias químicas básicas de origen mineral; 
b) Alcoholes; 
c) Ácidos inorgánicos y sus compuestos oxigenados. 
 
16. Los proyectos cuyo objeto sea el almacenamiento de sustancias peligrosas, con excepción de los hidrocarburos. 
 
17. La construcción y operación de distritos de riego y/o drenaje para áreas mayores o iguales a cinco mil (5.000) hectáreas e 
inferiores o iguales a veinte mil (20.000) hectáreas. 
 
18. Los proyectos que requieran trasvase de una cuenca a otra cuando al menos una de las dos presente un valor igual o inferior a 
dos (2) metros cúbicos/segundo, durante los períodos de mínimo caudal. 
 
19. La caza comercial y el establecimiento de zoocriaderos con fines comerciales. 
 
20. Los proyectos, obras o actividades que afecten las áreas del Sistema de Parques Regionales Naturales por realizarse al interior 
de estas, en el marco de las actividades allí permitidas; 
 
21. Los proyectos, obras o actividades de construcción de infraestructura o agroindustria que se pretendan realizar en las áreas 
protegidas públicas regionales de que tratan los artículos 2.2.2.1.1.1. al 2.2.2.1.6.6. de este Decreto, distintas a las áreas de Parques 
Regionales Naturales, siempre y cuando su ejecución sea compatible con los usos definidos para la categoría de manejo respectiva. 
Lo anterior no aplica a proyectos, obras o actividades de infraestructura relacionada con las unidades habitacionales y actividades 
de mantenimiento y rehabilitación en proyectos de infraestructura de transporte de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 de 
la Ley 1682 de 2013, salvo las actividades de mejoramiento de acuerdo con lo dispuesto el artículo 2.2.2.5.1.1. del presente Decreto. 
( ... ) 
 



22. Los proyectos, obras o actividades sobre el patrimonio cultural sumergido, de que trata el artículo 4 de la Ley 1675 del 2013, 
dentro de las doce (12) millas náuticas 
 
PARÁGRAFO 1. Las Corporaciones Autónomas Regionales ejercerán la competencia a que se refiere el numeral 5 del presente 
Artículo, sin perjuicio de las competencias que corresponden a otras autoridades ambientales sobre las aguas marítimas, terrenos 
de bajamar y playas. 
 
Así mismo, dichas autoridades deberán en los casos contemplados en los literales b) y e) del citado numeral, solicitar concepto al 
Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras José Benito Vives de Andréis (Invernar) sobre los posibles impactos ambientales en 
los ecosistemas marinos y costeros que pueda generar el proyecto, obra o actividad objeto de licenciamiento ambiental. 
 
PARÁGRAFO 2. Para los efectos del numeral 19 del presente artículo, la licencia ambiental contemplará las fases experimental y 
comercial. La fase experimental incluye las actividades de caza de fomento, construcción o instalación del zoocriadero y las 
actividades de investigación del proyecto. Para autorizar la fase comercial se requerirá modificación de la licencia ambiental 
previamente otorgada para la fase experimental. 
 
Cuando las actividades de caza de fomento se lleven a cabo fuera del área de jurisdicción de la entidad competente para otorgar la 
licencia ambiental, la autoridad ambiental con jurisdicción en el área de distribución del recurso deberá expedir un permiso de caza 
de fomento de conformidad con lo establecido en la normatividad vigente. De igual forma, no se podrá autorizar la caza comercial de 
individuos de especies sobre las cuales exista veda o prohibición. 
 
PARÁGRAFO 3. Las Corporaciones Autónomas Regionales solamente podrán otorgar licencias ambientales para el establecimiento 
de zoocriaderos con fines comerciales de especies exóticas en ciclo cerrado; para tal efecto, el pie parental deberá provenir de un 
zoocriadero con fines comerciales que cuente con licencia ambiental y se encuentre debidamente autorizado como predio proveedor. 
 
PARÁGRAFO 4. Cuando de acuerdo con las funciones señaladas en la ley, la licencia ambiental para la construcción y operación 
para los proyectos, obras o actividades de qué trata este artículo, sea solicitada por las Corporaciones Autónomas Regionales, las 
de Desarrollo Sostenible y las autoridades ambientales a que se refiere el artículo 66 de la ley 99 de 1993 y el artículo 13 de la Ley 
768 de 2002, esta será de competencia de la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA). 
Así mismo, cuando las mencionadas autoridades, manifiesten conflicto para el otorgamiento de una licencia ambiental, el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible podrá asumir la competencia del licenciamiento ambiental del proyecto, en virtud de lo dispuesto 
en el numeral 31 del artículo 5 de la citada ley. 
 
PARÁGRAFO 5. Las Corporaciones Autónomas Regionales y demás autoridades ambientales no tendrán las competencias 
señaladas en el presente artículo, cuando los proyectos, obras o actividades formen parte de un proyecto cuya licencia ambiental 
sea de competencia privativa de la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA). 
 
ARTÍCULO 2.2.2.3.2.4. De los ecosistemas de especial importancia ecológica. Cuando los proyectos a que se refieren los artículos 
2.2.2.3.2.2 y 2.2.2.3.2.3. del presente decreto, pretendan intervenir humedales incluidos en la lista de humedales de importancia 



internacional (RAMSAR), páramos o manglares, la autoridad ambiental competente deberá solicitar concepto previo al Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, sobre la conservación y el uso sostenible de dichos ecosistemas. 
 
De igual manera, las autoridades ambientales deberán tener en cuenta las determinaciones que sobre la materia se hayan adoptado 
a través de los diferentes actos administrativos en relación con la conservación y el uso sostenible de dichos ecosistemas. 
 
ARTÍCULO 2.2.2.3.2.5. De los proyectos, obras o actividades que requieren sustracción de las reservas forestales 
nacionales. Corresponde al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible evaluar las solicitudes y adoptar la decisión respecto de 
la sustracción de las reservas forestales nacionales para el desarrollo de actividades de utilidad pública e interés social, de 
conformidad con las normas especiales dictadas para el efecto. 
 
ARTÍCULO 2.2.2.3.2.6. Definición de competencias. Cuando el proyecto, obra o actividad se desarrolle en jurisdicción de dos o más 
autoridades ambientales, dichas autoridades deberán enviar la solicitud de licenciamiento ambiental a la Autoridad Nacional de 
Licencias Ambientales (ANLA), quien designará la autoridad ambiental competente para decidir sobre la licencia ambiental. 
 
En el acto de otorgamiento de la misma, la autoridad designada precisará la forma de participación de cada entidad en el proceso 
de seguimiento. 
 
En todo caso, una vez otorgada la licencia ambiental, el beneficiario de esta deberá cancelar las tasas ambientales a la autoridad 
ambiental en cuya jurisdicción se haga la utilización directa del recurso objeto de la tasa. Lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en 
el inciso segundo del artículo 66 de la Ley 99 de 1993. 
 
A efecto de lo dispuesto en el presente artículo, la autoridad ambiental ante la cual se formula la solicitud de licencia ambiental pondrá 
en conocimiento de la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA), dicha situación, anexando la siguiente información: 
 
a) Descripción del proyecto (objetivo, actividades y características de cada jurisdicción y localización georreferenciada); 
b) Consideraciones técnicas (descripción general de los componentes ambientales de cada jurisdicción, descripción y localización 
de la infraestructura general en cada jurisdicción e impactos ambientales significativos); y 
c) Demanda de recursos y permisos o concesiones ambientales requeridos en cada jurisdicción. 
 
Recibida la información la ANLA, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes designará la autoridad ambiental competente, para 
adelantar el procedimiento de licenciamiento ambiental. 
 

 
Guatemala Acuerdo Gubernativo 

Número 137-2016 
 

Guatemala, 11 de 
julio de 2016 

ARTICULO 4.- Principios de la evaluación ambiental. Los procedimientos de evaluación ambiental se sujetarán a los siguientes 
principios:  
 
a) Principio de prevención. Este principio establece que toda acción humana tiene asociado un riesgo o impacto ambiental que es 
inherente a su naturaleza y la serie de procesos que involucra, lo que razonablemente permite predecir su alcance ambiental y 
adoptar medidas para evitar su impacto negativo; 



b) Principio de precaución. Implica la utilización de mecanismos, instrumentos y políticas, con el objetivo de evitar daños al ambiente 
y la salud de las personas, aunque no exista certeza científica absoluta sobre sus causas y efectos; en tal sentido, orienta la toma 
de decisión hacia la aplicación de medidas que contribuyan a evitar el incremento del deterioro ambiental;  
c) Principio de responsabilidad ambiental. Establece que las personas individuales o jurídicas tienen la obligación bajo su propia 
responsabilidad y como un mecanismo autónomo de regulación, la identificación de los impactos y riesgos ambientales que pueden 
o puedan estar produciendo algún grado de impacto ambiental positivo o negativo, y como consecuencia de ello, presentar el 
instrumento ambiental correspondiente para prevenir y/o corregir los impactos que se causen o causarán al ambiente, con el fin de 
lograr un equilibrio ecológico, privilegiando la importancia de conservar, proteger y preservar los elementos de su entorno mediato e 
inmediato;  
d) Principio de proporcionalidad. Establece los mecanismos de presentación, análisis, otorgamiento de seguros y emisión de licencias 
de los instrumentos ambientales, así como el control y seguimiento de los mismos, los cuales deben ser proporcionales al grado de 
riesgo o impacto ambiental que caracteriza cada proyecto, obra, industria o actividad;  
e) Principio de gradualidad. Basado en que es necesario graduar, según su complejidad, la aplicación de criterios para todas las 
fases que comprende la evaluación, control y seguimiento ambiental de los proyectos, obras, industrias o actividades;  
f) Principio de control y verificación. Aplicado a los procesos de acreditación y certificación, con la finalidad de otorgar los incentivos 
ambientales, basados en la aplicación del principio de responsabilidad ambiental;  
g) Principio quien contamina paga y rehabilita. Principio que obliga a que una vez establecido el daño ambiental causado, la persona 
individual o jurídica responsable del hecho, está obligada a cargar con los costos del resarcimiento y la rehabilitación, teniendo en 
cuenta el interés público;  
h) Indubio pro natura. Principio de acción en beneficio del ambiente y la naturaleza que obliga a que ante la duda que una acción u 
omisión pueda afectar el ambiente o los recursos naturales, las decisiones que se tomen deben ser en el sentido de protegerlos;  
i) Principio de capacidad de carga crítica. Está dirigido a determinar la sensibilidad propia de un área, ecosistema o especie, al 
experimentar cambios significativos como la extinción, agotamiento o destrucción total o parcial, en caso de intervención humana, 
de tal forma, que no se sobrepase los límites de capacidad de carga crítica; y,  
j) Principio de participación. Incluir la participación más amplia de ciudadanos y organizaciones, incluyendo la de los distintos pueblos 
en el diseño y de planes, programas y acciones en el tema de cambio climático. 
 
TÍTULO III  
SISTEMA DE EVALUACIÓN, CONTROL Y SEGUIMIENTO AMBIENTAL ORGANIZACIÓN Y FUNCIONES DE SUS COMPONENTES 
CAPÍTULO ÚNICO  
ARTICULO 5.- Creación del sistema de evaluación, control y seguimiento ambiental. Se crea el sistema de evaluación, control y 
seguimiento ambiental, en adelante el Sistema, como el conjunto de normas, procedimientos e instrumentos técnicos y operativos 
cuya organización permite el desarrollo de los procesos de evaluación, control y seguimiento ambiental de todo proyecto, obra, 
industria o actividad que por sus características, pueden producir deterioro a los recursos naturales, renovables o no, al ambiente, o 
introducir modificaciones nocivas o notorias al paisaje y a los recursos culturales del patrimonio nacional.  
 
ARTICULO 6.- Organización del sistema. El Sistema será coordinado por el Viceministro de Ambiente y estará conformado por las 
siguientes dependencias del MARN:  
 
a) Dirección de Gestión Ambiental y Recursos Naturales, en adelante - DIGARN-;  



b) Dirección de Coordinación Nacional, en adelante -DCN-; y,  
c) Dirección de Cumplimiento Legal, en adelante -DCL-. Cuando sea necesario, las direcciones que conforman el Sistema podrán 
requerir la conformación de un grupo interno y/o externo de expertos, cuyas funciones y atribuciones serán definidas mediante la 
disposición ministerial correspondiente.  
 
ARTICULO 7.- Cooperación de entidades externas en temas específicos. El Sistema podrá invitar a entidades externas cuyo objetivo 
fundamental será la armonización de procedimientos y trámites regulados por este reglamento. Para los efectos de cumplimiento de 
lo dispuesto en este artículo el MARN suscribirá los convenios de cooperación que sean necesarios.  
 
ARTICULO 8.- Funciones específicas de la DIGARN sobre la evaluación, control y seguimiento de los instrumentos ambientales. 
Además de las funciones establecidas en el Reglamento Orgánico Interno del MARN, son funciones de la DIGARN, las siguientes:  
 
a) Recibir, analizar, dictaminar y resolver los instrumentos ambientales que se le presenten de conformidad con lo establecido en el 
presente reglamento;  
b) Diseñar y emitir los métodos, manuales, guías ambientales, resoluciones administrativas y las medidas necesarias para el buen 
funcionamiento de la gestión ambiental;  
c) Verificar el adecuado cumplimiento de los procedimientos técnicos y administrativos contenidos en el presente reglamento y 
cuando así corresponda exigir el cumplimiento de lo establecido en el instrumento ambiental, y las resoluciones administrativas que 
tengan relación directa con el instrumento ambiental aprobado, mediante los mecanismos establecidos en el presente reglamento; 
d) Determinar el monto de los seguros, aceptación, prórroga, reducción y renovación, sujetos a su competencia, de conformidad con 
lo dispuesto en el presente reglamento;  
e) Habilitar y establecer los mecanismos de inscripción, renovación, suspensión y cancelación de los registros en los listados 
establecidos en el presente reglamento;  
f) Emitir, renovar, suspender y cancelar las licencias establecidas en este reglamento;  
g) Realizar inspecciones y/o verificaciones, de oficio o a instancia de parte, en los casos en que corresponda. El personal del MARN 
deberá presentarse debidamente identificado, debiendo el proponente brindar su colaboración a efecto de agilizar la inspección y 
verificación de campo.  
h) Diseñar y proponer ante el Despacho Ministerial la emisión de manuales, mecanismos estándares, guías ambientales, valoraciones 
y procedimientos administrativos necesarios para hacer operativo este reglamento;  
i) Con autorización o nombramiento del Despacho Ministerial, representar al MARN en foros, talleres o eventos nacionales e 
internacionales relacionados con el tema de evaluación, control y seguimiento ambiental, incluyendo las coordinaciones que fueran 
necesarias con las autoridades de la región centroamericana y otros países, necesarios para el caso de proyectos, obras, industrias 
o actividades transnacionales o con efectos en varios países;  
j) Solicitar opinión a otras dependencias administrativas del MARN u otras instituciones, que como consecuencia de la aplicación del 
presente reglamento sean necesarias;  
k) Brindar asesoría técnica a las dependencias del MARN u otras instituciones cuando así le sea requerido o por instrucciones del 
Despacho Ministerial;  
l) Requerir a los proponentes, informes sobre las prácticas de control y seguimiento de los instrumentos ambientales aprobados y el 
cumplimiento de los compromisos ambientales y/o medidas de control ambientales que han adquirido;  



m) Establecer los compromisos ambientales y medidas de control ambiental necesarias para la conservación y mejoramiento del 
ambiente y recursos naturales, pudiendo determinar la actualización de los mismos durante las distintas fases del proyecto, obra, 
industria o actividad aprobada;  
n) Desarrollar el procedimiento para el registro en los listados de los instrumentos ambientales vigentes y modernizar el archivo 
respectivo, a fin de tener actualizada la base de datos de los proyectos, obras, industrias o actividades aprobadas por la Comisión 
Nacional de Medio Ambiente y el MARN, para lo cual se deberá proponer al Despacho Ministerial el desarrollo de una herramienta 
tecnológica acorde a las necesidades actuales, la cual deberá permitir obtener un inventario de los instrumentos ambientales 
vigentes, para los efectos del cumplimiento de esta disposición al momento de contar con la herramienta, se deberá elaborar el 
manual de uso el cual se propondrá al Despacho Ministerial para emitir el Acuerdo Ministerial respectivo;  
o) Hacer del conocimiento de las delegaciones departamentales del Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales, las resoluciones 
de instrumentos ambientales tipo A y B1, según la competencia territorial en donde se realice el proyecto obra, industria o actividad; 
y,  
p) Cualquier otra función que se considere necesaria para el cumplimiento de la presente normativa o que asigne el Despacho 
Ministerial.  
 
ARTICULO 9.- Funciones específicas de la DCN sobre la evaluación, control y seguimiento de los instrumentos ambientales. 
Derivado de la descentralización y desconcentración la DCN por medio de las delegaciones departamentales del MARN, de 
conformidad con su competencia territorial; además de las funciones establecidas en el Reglamento Orgánico Interno del MARN, 
tendrá las siguientes:  
a) Llevar a cabo procesos de recepción, revisión, análisis, inspección, dictamen, resolución final y notificación de los instrumentos 
ambientales categorizados como C y B2, así como resolver las modificaciones, actualizaciones, ampliaciones y solicitudes que 
deriven de las resoluciones de los instrumentos ambientales en estas categorías;  
b) En el caso de los instrumentos ambientales categoría B1, la delegación departamental que corresponda, llevará a cabo la 
recepción, revisión, análisis, inspección y dictamen, trasladando los expedientes a la DIGARN para emitir la resolución final;  
c) Determinar el monto de los seguros, aceptación, prórroga, reducción y renovación de instrumentos ambientales categoría B2 y C, 
de conformidad con lo dispuesto en el presente reglamento;  
d) Emitir las licencias ambientales relacionadas con los instrumentos ambientales categoría B2 y C, y su respectiva renovación, de 
conformidad con las disposiciones de este reglamento;  
e) Realizar actividades de inspección, control y seguimiento ambiental, en instrumentos ambientales categorías B2 y C aprobados 
en las delegaciones departamentales del MARN y a requerimiento de la DIGARN, apoyar en las categorías A y B1;  
f) Realizar inspecciones y/o verificaciones, de oficio o a requerimiento de instancia de parte, cuando corresponda;  
g) Colaborar con la DCL y la DIGARN con el objeto de desconcentrar y descentralizar las actividades de dichas direcciones;  
h) A requerimiento de la DCL, realizar la inspección y verificación de campo a efecto de comprobar los hechos denunciados y 
presentar los informes técnicos correspondientes, indicando si cuenta con instrumento ambiental aprobado; y,  
i) Cualquier otra función que se considere necesaria para el cumplimiento de la presente normativa o que asigne el Despacho 
Ministerial.  
 
ARTICULO 10.- Funciones específicas de la DCL sobre la evaluación, control y seguimiento de los instrumentos ambientales. 
Además de las funciones establecidas en el Reglamento Orgánico Interno del MARN, son funciones de la DCL, las siguientes:  
 



a) Determinar las unidades que corresponden según la categoría del proyecto, obra, industria o actividad, a efecto de imponer la 
multa respectiva;  
b) En coordinación con la DIGARN y la DCN desarrollar, adaptar y aplicar metodologías armonizadas de valoración económica por 
daños ambientales;  
c) Ejecutar las pólizas de seguro cuando sea procedente;  
d) Emitir los finiquitos por el pago de las multas impuestas, dichos finiquitos no eximen al responsable de presentar el instrumento 
de gestión ambiental correspondiente.  
e) Elaborar los manuales respectivos para la correcta aplicación del régimen sancionatorio ambiental y la implementación del 
presente reglamento;  
f) Proponer ante el Despacho Ministerial la emisión de manuales, estándares y procedimientos administrativos necesarios para hacer 
operativo este reglamento;  
g) Para el caso de los diagnósticos ambientales y sanciones monetarias aplicadas, establecer un procedimiento abreviado, para 
agilizar los procesos internos de la DCL, lo anterior en base a la presentación de una declaración jurada y/o allanamiento del 
proponente para efectos de cumplir las sanciones respectivas; y,  
h) Cualquier otra función que se considere necesaria para el cumplimiento de la presente normativa o que asigne el Despacho 
Ministerial. 
 
(…). 
LICENCIAS PARA LA GESTIÓN AMBIENTAL 
CAPITULO I 
TIPOS DE LICENCIA 
ARTICULO 58.- Tipos de licencias. Se establecen las siguientes: 
a) Licencia ambiental, de los instrumentos aprobados; 
b) Licencia de proveedor de servicios ambientales, según categoría; 
c) Licencia de laboratorio especializado en mediciones y análisis Ambientales; 
d) Licencia de disposición final controlada; 
e) Licencia de importación o exportación de sustancias y productos controlados por el MARN; 
f) Licencia de importación o exportación de productos, sustancias y materias primas para la reutilización o reciclaje; 
g) Licencia de importación o exportación de equipos de refrigeración y aire acondicionado; y, 
h) Otras que fueren creadas de acuerdo a las necesidades del MARN conforme el presente reglamento. 
 
ARTICULO 59.- Formato de licencias. Las licencias de gestión ambiental deberán tener un formato estandarizado y oficial, el cual 
será determinado por la DIGARN.  
 
CAPÍTULO II 
LICENCIAS AMBIENTALES 
ARTICULO 60.- Emisión de la licencia ambiental. Será extendida por la DIGARN o las delegaciones departamentales del MARN, 
cuando se cuente con la resolución de aprobación del proyecto, obra, industria o actividad, la cual certifica el cumplimiento del 
procedimiento administrativo ante el MARN y tiene carácter obligatorio. 
 



El interesado deberá solicitar previo pago, a la DIGARN o las delegaciones departamentales del MARN que se le otorgue licencia 
ambiental. Se exceptúa de la obligación de contar con licencia ambiental a los proyectos, obras, industrias o actividades categorías 
C y los que por medio del Listado Taxativo se establezcan como mínimo impacto, únicamente de registro en los listados. Cumplidos 
los requisitos ante el MARN, el plazo para la emisión o renovación y entrega de la licencia no deberá exceder de 5 días.  
 
ARTICULO 61.- Vigencia de la licencia ambiental. La licencia ambiental deberá estar vigente durante todas las fases del proyecto, 
obra, industria o actividad, incluyendo su clausura o cierre definitivo. Para los instrumentos ambientales categoría A y B la licencia 
ambiental tendrá una vigencia por 3 años y un máximo de 5 años. En el caso de los proyectos, obras, industrias o actividades, que 
se encuentren categorizadas en el Listado Taxativo como "C" o de mínimo impacto, únicamente de registro en los listados, podrán 
solicitar al MARN la emisión de la licencia ambiental si así fuere necesario para su operación.  
 
ARTICULO 62.- Renovación de la licencia ambiental. La renovación de la licencia ambiental deberá realizarse dentro de los 30 días 
antes del vencimiento. Se exceptúa de la obligación de la renovación todos aquellos proyectos, obras, industrias o actividades de 
registro en los listados que se materialicen en un solo acto.  
 
Previo al vencimiento de la licencia ambiental es requisito indispensable para la renovación de la licencia ambiental tener el seguro 
correspondiente vigente, y contar con un informe reciente de las acciones de seguimiento y vigilancia ambiental realizada durante 
los últimos tres meses, de oficio o voluntaria avaladas por consultor ambiental, debidamente registrado ante el MARN.  
 
En caso de incumplimiento a lo establecido en el presente artículo, siempre y cuando sea dentro del período de un año de tener 
vencida la licencia, a solicitud del proponente, el MARN por única vez concederá un plazo de 15 días para cumplir con lo requerido, 
vencido el plazo para cumplir con la renovación, se procederá al archivo del expediente, teniendo el proponente la obligación de 
presentar un nuevo expediente. 
 
ARTICULO 63.- Suspensión y cancelación de licencia ambiental. Cuando el proponente no cuente con seguro ambiental vigente, el 
MARN tendrá la facultad de suspender la licencia ambiental e iniciar acciones ante la DCL por el incumplimiento.  
 
La ausencia de la presentación de renovación del seguro ambiental dentro de los parámetros fijados, dará lugar a la suspensión de 
la vigencia de la licencia ambiental. El proponente deberá realizar las gestiones para la renovación del seguro ambiental y la 
reactivación de la licencia ambiental.  
 
Si derivado de los mecanismos de control y seguimiento ambiental se determina el incumplimiento de los compromisos ambientales, 
se suspenderá la vigencia de la licencia ambiental, en tanto no cese la causa que lo origine o hasta que se cumplan las medidas 
establecidas por la DCL producto del proceso incidental correspondiente.  
 
La cancelación de la licencia ambiental se ordenará cuando derivado del proceso incidental el proponente no cumple con lo resuelto 
por la DCL. Asimismo, cuando se ejecute el seguro, la consecuencia inmediata será la cancelación de la misma o bien por orden 
Judicial que lo establezca una vez se encuentre firme la resolución.  
 
CAPÍTULO III  



LICENCIAS PARA PROVEEDORES DE SERVICIOS AMBIENTALES  
ARTICULO 64.- Licencias de proveedor de servicios ambientales. Se clasifican en licencia para:  
a) Empresa consultora;  
b) Consultor ambiental individual; y,  
c) Laboratorios especializados en mediciones y análisis ambientales.  
 
El manual respectivo aprobado por el MARN regulara todo lo relativo a al proceso de registro en los listados. 
 
El plazo para la emisión de nuevas o renovación de las licencias establecidas en el presente capítulo, será de 30 días, de conformidad 
con lo que estipula la Constitución Política de la República.  
 
ARTICULO 65.- Obtención de la licencia para proveedores de servicios ambientales. Cuando la persona individual o jurídica ha 
cumplido los requisitos establecidos por la DIGARN para su registro en los listados, podrá solicitar al MARN que le otorgue licencia.  
 
ARTICULO 66.- Vigencia. La licencia de los proveedores de servicios ambientales externos será de 1 a 5 años. 
 
CAPÍTULO IV  
OTRAS LICENCIAS  
ARTICULO 67.- Licencia de disposición final controlada. Para llevar a cabo la eliminación o disposición final de un producto obsoleto 
o perecedero que haya caducado o no sea apto para la comercialización, el proponente deberá solicitar la licencia al cumplir con los 
requisitos que establezca el MARN. 
 
La Superintendencia de Administración Tributaria está exenta del pago de licencia de disposición final controlada y del registro en los 
listados, en el caso que por disposición de ley le corresponda destruir mercancías, no así de la presentación de un Informe sobre la 
mercadería o productos y del procedimiento que utilizará para someterlo al análisis respectivo del MARN.  
 
ARTICULO 68.- Licencia ambiental de importación o exportación de sustancias y productos controlados por el MARN. Para importar 
y exportar sustancias y productos controlados establecidos en este Reglamento deberá solicitarse la licencia al cumplir con los 
requisitos que establezca el MARN.  
 
ARTICULO 69.- Licencia de importación o exportación de productos, sustancias y materias primas para la reutilización o reciclaje. 
Para importar o exportar productos, sustancias y materias primas para la reutilización o el reciclaje el proponente deberá solicitarse 
la licencia al cumplir con los requisitos que establezca el MARN.  
 
ARTICULO 70.- Licencia de importación de equipos de refrigeración y aire acondicionado. Para llevar a cabo la importación de 
equipos de refrigeración y aire acondicionado el proponente deberá solicitar la licencia al cumplir con los requisitos que establezca 
el MARN.  
 



ARTICULO 71.- Vigencia. El Formato de este tipo de licencias establecerá la vigencia respectiva. Cumplidos los requisitos ante el 
MARN, el plazo para la emisión o renovación y entrega de las licencias contempladas en el presente capítulo no deberá exceder de 
5 días. 

Fuente: Páginas oficiales de instituciones de Argentina, Bolivia, Chile, Colombia y Guatemala 
Elaboración: Área de Servicios de Información y Seguimiento Presupuestal (ASISP) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


